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Bogotá, D. C., 13 de octubre de 2026.



Honorables Representantes
MESA DIRECTIVA
Comisión Primera Constitucional Permanente
Cámara de Representantes
Ciudad

Asunto: Informe de ponencia positiva para primer debate al Proyecto de Ley No. 207 de 2026 Cámara, “Por medio de la cual se ordena la utilización de medios electrónicos por los notarios y notarias de Colombia y se dictan otras disposiciones – Notarias Virtuales”.

Respetados Honorables Representantes:

En cumplimiento de la designación efectuada por la Mesa Directiva de la Comisión Primera Constitucional Permanente de la Cámara de Representantes y de conformidad con la Constitución Política y la Ley 5ª de 1992, presento informe de ponencia positiva para primer debate, con pliego de modificaciones, al Proyecto de Ley No. 207 de 2026 Cámara.
Se comparte el propósito central de la iniciativa de universalizar progresivamente la prestación del servicio público notarial mediante medios electrónicos, ampliar las posibilidades de acceso remoto y fortalecer la interoperabilidad con el servicio registral, sin eliminar la atención presencial.
No obstante, el estudio integral del régimen notarial permitió establecer que el proyecto parte parcialmente de un marco normativo que perdió su fundamento específico después de la Sentencia C-159 de 2021 y del decaimiento de los actos administrativos expedidos exclusivamente con base en los artículos 59 a 63 del Decreto Ley 2106 de 2019. Por ello, la ponencia propone conservar el núcleo material de la iniciativa y reconstruir expresamente su soporte legal mediante modificaciones puntuales al Decreto Ley 960 de 1970.
El pliego busca asegurar que la digitalización del servicio preserve la función fedataria, las solemnidades legales, la territorialidad, la matriz y custodia del protocolo, la singularidad jurídica de las copias con mérito ejecutivo, la protección de datos personales, la neutralidad tecnológica, la inclusión digital y la sostenibilidad fiscal.
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1. ANTECEDENTES Y TRÁMITE
El Proyecto de Ley No. 207 de 2026 Cámara es de autoría de la H.R. María Camila Salas Salas. De acuerdo con la información oficial de la Cámara de Representantes, fue radicado el 12 de agosto de 2026, publicado en la Gaceta del Congreso No. 1155 de 2026 y remitido a la Comisión Primera Constitucional Permanente. A través de oficio C.P.C.P 3.1-0242-2026 de fecha 16 de septiembre la mesa directiva me designó como único ponente. 
La iniciativa radicada contiene diez artículos. Su propósito central es ordenar la implementación universal y obligatoria del uso de medios electrónicos en el servicio notarial, establecer un cronograma de adopción, flexibilizar determinadas restricciones territoriales, promover la interoperabilidad notarial y registral, disponer una plataforma nacional, preservar el canal presencial, impulsar la digitalización de archivos y sujetar el tratamiento de información al régimen de protección de datos personales.
El estudio de la iniciativa evidencia, sin embargo, que parte de su diagnóstico normativo descansa en la Resolución 011 de 2021 de la Superintendencia de Notariado y Registro y en el régimen introducido por los artículos 59 a 63 del Decreto Ley 2106 de 2019. Esta premisa requiere ser corregida a la luz de la Sentencia C-159 de 2021, mediante la cual la Corte Constitucional declaró inexequibles dichos artículos y difirió los efectos de la decisión hasta el 20 de junio de 2023.
La Corte precisó que la inexequibilidad respondió a una extralimitación en el ejercicio de las facultades extraordinarias conferidas al Presidente de la República y no a una incompatibilidad material de la virtualización notarial con la Constitución. Por el contrario, reconoció expresamente la relevancia de la virtualización para la eficacia y eficiencia del servicio y difirió los efectos de la decisión para permitir al Congreso discutir las normas que debían reemplazar las disposiciones retiradas del ordenamiento. También señaló que las Leyes 527 de 1999, 588 de 2000 y 2052 de 2020 contienen bases generales para el uso de medios electrónicos, pero no regulan de manera concreta la función pública fedataria con todas sus especificidades. (Corte Constitucional, Sentencia C-159 de 2021, nums. 44, 48 y 58).
En consecuencia, la ponencia considera que el objeto legislativo es constitucionalmente viable y conveniente, pero que la solución no consiste en hacer obligatoria una certificación reglamentaria cuya base legal desapareció. Se propone, en cambio, que el Congreso establezca directamente las bases jurídicas de la prestación electrónica del servicio notarial y adapte de manera expresa las disposiciones indispensables del Decreto Ley 960 de 1970.
Con el propósito de complementar durante el trámite legislativo el análisis técnico, institucional y fiscal, esta ponencia considera necesario recabar información de la Superintendencia de Notariado y Registro, el Ministerio de Justicia y del Derecho, el Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, el Archivo General de la Nación, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público y la Registraduría Nacional del Estado Civil. Las respuestas que se reciban podrán ser valoradas durante el primer debate o, según la oportunidad de su recepción, en la ponencia para segundo debate, siempre dentro de los asuntos debatidos en Comisión Primera.
2. OBJETO Y CONTENIDO DE LA INICIATIVA
2.1. Objeto
El proyecto radicado tiene por objeto ordenar la implementación universal y obligatoria de medios electrónicos en el servicio notarial, removiendo barreras operativas que limitan su aprovechamiento. La ponencia comparte esa finalidad, pero considera necesario que la universalidad se entienda como obligación de las notarías de disponer progresivamente del canal electrónico, sin imponer su utilización al ciudadano ni suprimir el servicio presencial.
2.2. Contenido del texto radicado
El artículo 1 del texto radicado ordena la implementación universal y obligatoria de medios electrónicos por los notarios. El artículo 2 define las denominadas “notarías certificadas” y el artículo 3 pretende hacer obligatoria esa certificación mediante un cronograma por categorías. El artículo 4 flexibiliza la circunscripción para autenticaciones, poderes, copias y certificaciones electrónicas y preserva restricciones para determinados actos. Los artículos 5 y 6 regulan el repositorio, la interoperabilidad con las Oficinas de Registro de Instrumentos Públicos y una Plataforma Nacional de Notariado Electrónico. Los artículos 7 a 9 preservan el servicio presencial, establecen medidas de inclusión territorial, ordenan la digitalización de archivos y remiten al régimen de protección de datos. El artículo 10 regula la vigencia y derogatorias.
La finalidad general se mantiene en la ponencia. Las modificaciones propuestas buscan corregir tres problemas: primero, la pérdida del fundamento legal específico del régimen electrónico de 2019; segundo, las incompatibilidades entre la virtualización y disposiciones del Estatuto Notarial todavía concebidas exclusivamente para soportes físicos; y tercero, la necesidad de evitar que una obligación tecnológica amplia se traduzca en duplicidades, riesgos de ciberseguridad, cargas territoriales o compromisos fiscales no identificados.
3. CONSIDERACIONES DEL PONENTE
3.1. Mérito constitucional y legislativo de la iniciativa
La declaratoria de inexequibilidad de los artículos 59 a 63 del Decreto Ley 2106 de 2019 no cerró constitucionalmente la posibilidad de un servicio notarial electrónico. El defecto identificado por la Corte fue competencial: el Presidente excedió las facultades extraordinarias otorgadas para simplificar, suprimir o reformar trámites innecesarios. La propia Sentencia C-159 de 2021 destacó la relevancia de la virtualización notarial y otorgó un período de diferimiento para que el Congreso pudiera discutir un régimen sustitutivo. En ese contexto, archivar la iniciativa por apoyarse inicialmente en un diagnóstico normativo desactualizado sería una respuesta desproporcionada, pues el Congreso es precisamente el foro competente para establecer la base legal que hoy se requiere.
La ponencia positiva, no obstante, debe ser transparente: el texto original requiere una modificación estructural. La figura de la “notaría certificada” como operador digital no puede ser el punto de partida de la ley; las categorías “especial” y “cuarta” utilizadas en el cronograma no corresponden al régimen notarial vigente, que reconoce círculos de primera, segunda y tercera categoría; y la Resolución 011 de 2021 no puede asumirse como fuente normativa suficiente para las obligaciones legales propuestas. La Superintendencia de Notariado y Registro informa actualmente la existencia de tres categorías notariales: primera, segunda y tercera.
3.2. La Sentencia C-159 de 2021 y la necesidad de una base legal sustitutiva
El estudio de la iniciativa evidencia, sin embargo, que parte de su diagnóstico normativo descansa en la Resolución 011 de 2021 de la Superintendencia de Notariado y Registro y en el régimen introducido por los artículos 59 a 63 del Decreto Ley 2106 de 2019. Esta premisa requiere ser corregida a la luz de la Sentencia C-159 de 2021, mediante la cual la Corte Constitucional declaró inexequibles dichos artículos y difirió los efectos de la decisión hasta el 20 de junio de 2023.
La Corte precisó que la inexequibilidad respondió a una extralimitación en el ejercicio de las facultades extraordinarias conferidas al Presidente de la República y no a una incompatibilidad material de la virtualización notarial con la Constitución. Por el contrario, reconoció expresamente la relevancia de la virtualización para la eficacia y eficiencia del servicio y difirió los efectos de la decisión para permitir al Congreso discutir las normas que debían reemplazar las disposiciones retiradas del ordenamiento. También señaló que las Leyes 527 de 1999, 588 de 2000 y 2052 de 2020 contienen bases generales para el uso de medios electrónicos, pero no regulan de manera concreta la función pública fedataria con todas sus especificidades. (Corte Constitucional, Sentencia C-159 de 2021, nums. 44, 48 y 58).
En consecuencia, la ponencia considera que el objeto legislativo es constitucionalmente viable y conveniente, pero que la solución no consiste en hacer obligatoria una certificación reglamentaria cuya base legal desapareció. Se propone, en cambio, que el Congreso establezca directamente las bases jurídicas de la prestación electrónica del servicio notarial y adapte de manera expresa las disposiciones indispensables del Decreto Ley 960 de 1970.
3.3. Intervención legislativa focalizada y seguridad jurídica
La ponencia no propone reconstruir integralmente el Estatuto del Notariado. La intervención se limita a las disposiciones cuya formulación física resulta incompatible con la prestación electrónica o cuya adaptación es indispensable para que la virtualización funcione con seguridad jurídica. Por ello se modifican o adicionan reglas sobre habilitación general, escritura, matriz, comparecencia, firma, copias, protocolo, territorialidad, respaldo, interoperabilidad, plataforma, inclusión digital, archivo, datos y transición.
Las instituciones tradicionales que no requieren modificación permanecen vigentes. En particular, se preservan las solemnidades sustanciales, la responsabilidad personal del notario, el procedimiento judicial de copia sustitutiva, las reglas generales de cesión, la calificación registral y las competencias especiales que la ley establezca para determinadas actuaciones.
3.4. Alcance de la ponencia positiva
La ponencia es favorable porque el objeto general de la iniciativa es constitucionalmente legítimo, corresponde a una materia expresamente atribuida a la Comisión Primera y puede desarrollarse mediante ley ordinaria. El pliego no sustituye el proyecto por una materia distinta: mantiene la universalización progresiva, el acceso remoto, la interoperabilidad, la plataforma nacional, la presencialidad, la inclusión territorial, la digitalización documental y la protección de datos. Las modificaciones se concentran en proporcionar la base legal que hoy requieren esos objetivos y en reducir riesgos constitucionales, fiscales y de seguridad jurídica.
4. MARCO CONSTITUCIONAL, LEGAL Y JURISPRUDENCIAL
4.1. Constitución Política y Estatuto Notarial
El artículo 131 de la Constitución Política atribuye a la ley la reglamentación del servicio público que prestan los notarios y registradores. El Decreto Ley 960 de 1970 contiene el Estatuto del Notariado y regula, entre otros aspectos, las funciones notariales, la escritura pública, la identificación de comparecientes, la firma y autorización, las copias, el protocolo, la custodia y la territorialidad del ejercicio de la función.
4.2. Mensajes de datos, interoperabilidad y digitalización
La Ley 527 de 1999 reconoce eficacia jurídica a los mensajes de datos y desarrolla criterios de equivalencia funcional para requisitos de escrito, firma, originalidad e integridad. Estas reglas constituyen una base transversal para la contratación y actuación electrónica, pero, como señaló la Corte en C-159 de 2021, no sustituyen la regulación específica de la función fedataria.
La Ley 1579 de 2012 ya exige, en su artículo 39, mecanismos de interoperabilidad entre procesos notariales y registrales, así como remisión de expedientes electrónicos, pagos virtuales, identificación, comunicaciones electrónicas y seguimiento del proceso. El artículo 40 prevé que la implementación considere diferencias tecnológicas y operativas regionales. Esta regulación permite que el proyecto se articule con sistemas registrales existentes y evita construir una infraestructura paralela innecesaria.
La Ley 2052 de 2020 se aplica a particulares que cumplen funciones públicas o administrativas y promueve la automatización, digitalización y prestación en línea de trámites, con enfoque territorial y medidas diferenciadas frente a limitaciones de infraestructura y conectividad. La Ley 594 de 2000 dispone que los protocolos notariales pertenecen a la Nación y regula su transferencia archivística. La Ley 1581 de 2012 gobierna el tratamiento de datos personales, incluidos los datos sensibles. Estas normas son marcos transversales que deben preservarse.
4.3. Jurisprudencia constitucional relevante
La Sentencia C-159 de 2021 constituye el antecedente jurisprudencial central. La Corte declaró inexequibles los artículos 59 a 63 del Decreto Ley 2106 de 2019 por exceso en las facultades extraordinarias, difirió sus efectos hasta el 20 de junio de 2023 y dejó a disposición del Congreso la discusión democrática de un régimen de reemplazo. Al prosperar el cargo competencial, la Corte no resolvió el cargo material relativo a la reserva legal del artículo 131 ni el alcance de las facultades reglamentarias atribuidas entonces a la Superintendencia.
En materia de procedimiento legislativo, la Sentencia C-133 de 2022 reitera que la identidad flexible permite modificaciones, adiciones y supresiones a lo largo del trámite, siempre que exista una conexidad clara, específica, estrecha y necesaria con materias previamente debatidas. Por ello, esta ponencia incorpora desde el primer debate todos los ejes sustantivos necesarios para el régimen electrónico, de modo que eventuales ajustes técnicos en segundo debate permanezcan dentro de los asuntos sometidos a deliberación en Comisión Primera.
5. COMPETENCIA DE LA COMISIÓN Y TIPO DE LEY
5.1. Comisión competente
La Comisión Primera Constitucional Permanente es competente para conocer de la iniciativa. El artículo 2 de la Ley 3ª de 1992, modificado por la Ley 754 de 2002, asigna expresamente a esta Comisión los asuntos de “notariado y registro”, además de las materias relacionadas con la estructura de la administración nacional y los derechos y garantías.
5.2. Naturaleza de ley ordinaria
El proyecto corresponde, en principio, a una ley ordinaria. Regula modalidades de prestación del servicio público notarial y modifica parcialmente el Decreto Ley 960 de 1970, sin establecer un régimen estatutario autónomo de derechos fundamentales. Las garantías sobre datos personales previstas en el texto propuesto se subordinan expresamente a la Ley Estatutaria 1581 de 2012 y no crean nuevas excepciones al consentimiento, nuevas categorías de datos sensibles ni un régimen independiente de habeas data.
6. INICIATIVA LEGISLATIVA Y COMPETENCIAS ADMINISTRATIVAS
La iniciativa es de origen congresional y, por regla general, se encuentra dentro de la facultad prevista en los artículos 154 de la Constitución y 140 de la Ley 5ª de 1992. No obstante, la asignación de deberes a entidades del orden nacional exige especial cautela frente a la reserva de iniciativa gubernamental del artículo 154 superior. La Sentencia C-043 de 2023 ha reiterado que la asignación de funciones a una entidad no modifica necesariamente la estructura de la administración cuando las tareas son congruentes con sus objetivos misionales; si los desbordan, se requiere iniciativa o aval gubernamental. Por esta razón, el texto propuesto vincula las obligaciones de la Superintendencia de Notariado y Registro a sus competencias legales vigentes.
a ponencia no crea nuevas entidades, dependencias ni plantas de personal. Las obligaciones atribuidas a la Superintendencia de Notariado y Registro se formulan en desarrollo de sus competencias vigentes de inspección, vigilancia, modernización y gestión tecnológica del servicio. Sin embargo, dado que la plataforma, el sistema de respaldo y el programa de digitalización pueden plantear discusiones sobre alcance funcional y gasto público, se recomienda obtener concepto del Ministerio de Justicia y del Derecho y de la Superintendencia y procurar aval gubernamental durante el trámite.
Esta precaución responde a la Sentencia C-043 de 2023: cuando una función nueva desborda la misión institucional de una entidad, se configura una modificación de la estructura de la administración sometida a iniciativa gubernamental; cuando la función es congruente con su misión, no necesariamente se produce ese efecto.
7. UNIDAD DE MATERIA, CONSECUTIVIDAD Y ALCANCE DE LAS MODIFICACIONES
Aunque el articulado propuesto es sustancialmente más amplio que los diez artículos radicados, conserva el núcleo temático y las decisiones políticas centrales de la iniciativa: universalización, gradualidad, servicio remoto, territorialidad, interoperabilidad, plataforma, presencialidad, ruralidad, archivos y protección de datos. La expansión normativa obedece a la necesidad de proporcionar soporte legal a instituciones que el proyecto original daba por existentes.
La Sentencia C-133 de 2022 señala que las modificaciones posteriores son admisibles si mantienen una relación clara, específica, estrecha y necesaria con los temas debatidos. Incorporar desde primer debate los ejes de escritura electrónica, comparecencia, copias, protocolo, respaldo, plataforma e interoperabilidad permite que eventuales ajustes derivados de conceptos técnicos puedan efectuarse durante el trámite sin introducir en plenaria materias autónomas que nunca hayan sido debatidas en Comisión.
La correspondencia material entre el texto radicado y el pliego se hace explícita en el cuadro comparativo. Los artículos nuevos no incorporan una política ajena a la iniciativa; desarrollan jurídicamente materias ya contenidas en los artículos originales sobre servicio remoto, copias, repositorio, interoperabilidad, plataforma, archivos, protección de datos y vigencia.
8. CONFLICTO DE INTERESES
De conformidad con los artículos 286 y siguientes de la Ley 5ª de 1992, modificados por la Ley 2003 de 2019, la presente iniciativa contiene una regulación general e impersonal sobre la modalidad de prestación del servicio público notarial y, en principio, no genera por sí misma un beneficio particular, actual y directo para los congresistas.
Sin perjuicio de la valoración individual que corresponde a cada miembro del Congreso, podrían requerir análisis particular situaciones en las que el congresista, su cónyuge o compañero permanente o sus parientes dentro de los grados legalmente relevantes tengan un interés económico particular, actual y directo vinculado específicamente con una notaría, con la provisión de soluciones tecnológicas destinadas a la implementación de la ley o con contratos directamente afectados por las disposiciones sometidas a votación. Esta descripción tiene carácter orientador y no sustituye la evaluación concreta de cada congresista.
9. IMPACTO FISCAL
El artículo 7 de la Ley 819 de 2003 exige que el impacto fiscal de los proyectos que ordenen gasto o concedan beneficios tributarios se haga explícito y sea compatible con el Marco Fiscal de Mediano Plazo. En iniciativas de origen congresional, la jurisprudencia ha indicado que el Congreso debe realizar una valoración al menos mínima que permita identificar referentes básicos de costo y financiación, mientras el Ministerio de Hacienda cuenta con la principal capacidad técnica para precisar el análisis. La falta de concepto ministerial no exonera al Congreso de realizar su propia deliberación fiscal; si el concepto es emitido, debe ser estudiado y discutido. (Corte Constitucional, Sentencias C-170 de 2021 y C-133 de 2022).
La exposición de motivos original reconoce costos asociados a la Plataforma Nacional y a la digitalización histórica, pero no cuantifica su magnitud y presume que pueden ser atendidos con presupuestos de la Superintendencia y recursos del Fondo Cuenta Especial del Notariado. La presente ponencia no considera suficiente afirmar que la iniciativa es fiscalmente neutra, pues la implementación puede implicar, al menos, los siguientes componentes: desarrollo o adaptación de plataforma; Sistema Nacional de Respaldo y Verificación y su módulo de copias ejecutivas; ciberseguridad, continuidad y almacenamiento; medidas de inclusión digital y puntos asistidos; y preservación y digitalización del archivo histórico.
En esta etapa del trámite no existe información oficial suficiente para asignar un costo cierto a esos componentes. Por ello, el texto propuesto adopta medidas destinadas a contener el impacto: implementación progresiva; reutilización obligatoria de infraestructura estatal existente cuando resulte procedente; coexistencia con soluciones tecnológicas propias o de terceros; neutralidad tecnológica; respaldo selectivo en lugar de duplicación indiscriminada; diagnóstico previo del archivo histórico; y ausencia de una obligación automática de gasto para entidades territoriales.
Como referente inicial de financiación, las medidas a cargo del orden nacional deberán ejecutarse mediante las apropiaciones que legalmente correspondan al sector Justicia y a la Superintendencia de Notariado y Registro en las leyes anuales de presupuesto y los instrumentos de mediano plazo, así como mediante los recursos que la legislación vigente permita destinar específicamente a la modernización del servicio notarial, sin que esta ley cree rentas de destinación específica. La utilización del Fondo Cuenta Especial del Notariado solo podrá plantearse dentro de sus destinaciones legales y deberá ser confirmada técnicamente durante el trámite.
En consecuencia, se solicitará al Ministerio de Hacienda y Crédito Público, a la Superintendencia de Notariado y Registro y a las demás entidades competentes la información necesaria para precisar costos, fuentes y compatibilidad con el Marco Fiscal de Mediano Plazo. Las respuestas deberán incorporarse y valorarse en el trámite tan pronto se encuentren disponibles. Esta ponencia reconoce expresamente el impacto potencial y evita trasladar su análisis a una futura ley de presupuesto.
10. CONSULTA PREVIA
La ponencia no identifica, prima facie, una afectación directa, específica y diferenciada sobre pueblos indígenas, comunidades negras, afrocolombianas, raizales, palenqueras o el pueblo Rrom que active el deber de consulta previa. El proyecto regula de manera general una modalidad tecnológica de un servicio público. Esta conclusión deberá revisarse si durante el trámite se incorporan reglas territoriales o diferenciales que produzcan una afectación directa sobre comunidades étnicas.
11. ASPECTOS JURÍDICOS DEL SERVICIO NOTARIAL ELECTRÓNICO
Para efectos del pliego modificatorio, se considera necesario distinguir las diferentes capas jurídicas y tecnológicas de la prestación electrónica. La virtualización no puede descansar únicamente en una plataforma o en una certificación administrativa; requiere reglas legales sobre el ejercicio de la función, los instrumentos públicos, las copias, la custodia y la interoperabilidad.
11.1. Habilitación legal, escritura electrónica y comparecencia remota
El texto propuesto adiciona al artículo 3 del Decreto Ley 960 de 1970 una habilitación legislativa general para que las competencias notariales puedan ejercerse mediante medios electrónicos. De esta manera, la virtualización deja de depender de una validación individual creada por reglamento y se incorpora al régimen legal de la función notarial.
También se modifica el artículo 18 para reconocer expresamente la escritura pública en soporte físico o electrónico y el artículo 20 para establecer una matriz única, física o electrónica. La equivalencia funcional no elimina solemnidades: el instrumento electrónico debe garantizar autenticidad, integridad, versión definitiva, trazabilidad, disponibilidad y conservación.
La comparecencia remota queda autorizada directamente por la ley cuando resulte compatible con la naturaleza y las solemnidades de la actuación. No podrá utilizarse para eliminar requisitos legales especiales de inmediación, presencia física, testigos, custodia, competencia o solemnidad. La identificación y autenticación deberán ser proporcionales al riesgo de la actuación. Cuando existan indicios de suplantación, fraude, coacción o fallas técnicas que impidan ejercer adecuadamente la fe pública, el notario deberá abstenerse de continuar por medios electrónicos.
11.2. Territorialidad: ubicación del notario y ubicación remota del usuario
El artículo 4 del proyecto radicado elimina la restricción de circunscripción para varias actuaciones y luego establece excepciones. La ponencia adopta una fórmula distinta: el notario conserva íntegramente su círculo y ejerce la función desde él; lo que puede variar es la ubicación física del usuario dentro de Colombia cuando la actuación admita comparecencia remota. Así, la virtualización no transforma a los notarios en funcionarios de competencia nacional ni afecta las reglas especiales de domicilio, reparto, custodia o solemnidad.
La comparecencia desde el exterior no se habilita automáticamente. Esa materia involucra competencias consulares, identificación en el extranjero y reglas de derecho internacional privado que exceden el ajuste necesario para este primer debate.
11.3. Copias electrónicas y mérito ejecutivo
El régimen de copias del Decreto Ley 960 de 1970 está construido en gran medida sobre el soporte físico. La virtualización exige adaptar los artículos 79, 80 y 83, sin eliminar las garantías de los artículos 81, 82 y 84 a 88. Por ello, la ponencia permite copias físicas o electrónicas, mantiene la regla de identificación de la primera copia con mérito ejecutivo y preserva los procedimientos de sustitución y cesión.
La copia electrónica puede ser reproducida técnicamente sin límite; por ello la seguridad jurídica no puede descansar en la imposibilidad material de copiar un archivo. Se propone un identificador único y un módulo de control que permita conocer cuál copia se encuentra habilitada para prestar mérito ejecutivo, su titular, cesiones, sustituciones e invalidaciones, sin que dicho módulo certifique la existencia, exigibilidad, pago, prescripción o extinción de la obligación. La impresión o reproducción gráfica del archivo no crea una nueva copia ejecutiva.
El procedimiento judicial vigente del artículo 81 no se reescribe. Únicamente se adiciona una regla para asimilar la pérdida de control o el compromiso de seguridad de una copia electrónica a los eventos tradicionales de pérdida o destrucción, preservando íntegramente las garantías procesales existentes. De igual forma, el artículo 82 conserva el régimen de cesión y se adiciona solamente su equivalente electrónico.
11.4. Matriz, protocolo, custodia y respaldo
La escritura electrónica requiere distinguir jurídicamente entre matriz, protocolo, copia de respaldo y representación digital de un documento físico. El protocolo sigue siendo uno solo y puede incorporar matrices y documentos en soporte físico o electrónico. La digitalización de una matriz física no la convierte, por ese solo hecho, en una nueva matriz ni autoriza su destrucción. Tratándose de documentos nacidos electrónicamente, deberán garantizarse autenticidad, integridad, inalterabilidad, disponibilidad y preservación a largo plazo.
La ponencia propone que, cuando el protocolo incorpore matrices, actuaciones o documentos originados electrónicamente, las referencias tradicionales del Estatuto a tomos, hojas, foliación, encuadernación y clausura se satisfagan mediante mecanismos equivalentes de organización cronológica, numeración, cierre, integridad y conservación. Se mantiene la custodia jurídica en cabeza del notario o del custodio legalmente competente.
En vez de ordenar que todo documento sea duplicado en un repositorio monolítico, se propone un Sistema Nacional de Respaldo y Verificación Notarial, implementado por la Superintendencia en desarrollo de sus competencias legales. El Sistema comprende un registro de identificación y verificación, el respaldo de matrices originariamente electrónicas y un módulo para copias con mérito ejecutivo. La copia de respaldo no sustituye la matriz, no traslada la custodia jurídica ni convierte a la Superintendencia en una autoridad expedidora de copias notariales.
11.5. Interoperabilidad y plataforma nacional bajo un modelo híbrido
La interoperabilidad notarial y registral no parte de cero. Los artículos 39 y 40 de la Ley 1579 de 2012 ya ordenan la interoperabilidad entre procesos notariales y registrales. El proyecto debe apoyarse en esa base y preservar la función de calificación registral: la transmisión electrónica de un instrumento no implica inscripción automática ni elimina requisitos tributarios, registrales o sustanciales.
La Plataforma Nacional de Notariado Electrónico se concibe como una solución pública común, pero no exclusiva. Las notarías podrán utilizar soluciones propias o de terceros que cumplan estándares equivalentes. La neutralidad tecnológica evita crear un proveedor obligatorio y la obligación de reutilizar infraestructura existente busca prevenir duplicidades con sistemas ya desarrollados por el Estado.
11.6. Presencialidad, inclusión digital y archivos históricos
La virtualización debe ampliar opciones, no eliminar el canal presencial. Se conserva expresamente la atención física y se permiten puntos de acceso asistido para población rural, zonas apartadas o personas con barreras digitales. Estos puntos cumplen una función de facilitación tecnológica y no pueden ejercer fe pública ni sustituir la intervención personal del notario.
En materia de archivo histórico, la ponencia no mantiene por ahora el término absoluto de cinco años previsto en el proyecto. La magnitud, estado y costo del acervo documental deben ser diagnosticados antes de fijar un horizonte total. Se propone un programa progresivo de preservación y digitalización, con inventario, diagnóstico, priorización y estimación financiera, en coordinación con el Archivo General de la Nación y los custodios competentes.
11.7. Protección de datos personales y seguridad de la información
La actividad notarial puede involucrar información patrimonial, familiar, de identificación y datos biométricos. La ponencia mantiene la subordinación a la Ley Estatutaria 1581 de 2012 y añade garantías sectoriales de minimización, confidencialidad, gestión de accesos, trazabilidad, continuidad y recuperación. No se crea una nueva base jurídica general para el tratamiento de datos ni una excepción adicional al régimen estatutario.
La verificación de identidad debe privilegiar, cuando sea técnica y jurídicamente procedente, la consulta ante fuentes oficiales y evitar la creación de repositorios biométricos paralelos e innecesarios. Los puntos de acceso asistido no podrán almacenar localmente documentos, credenciales o biometría salvo fundamento jurídico suficiente y estricta necesidad.
12. JUSTIFICACIÓN GENERAL DEL PLIEGO DE MODIFICACIONES
Como resultado del análisis constitucional, legal, jurisprudencial, notarial, archivístico y de técnica legislativa, el pliego mantiene el propósito central de la iniciativa y propone adecuaciones orientadas a dotarlo de un soporte legal suficiente y coherente con el régimen vigente.
En particular, el pliego busca: 1. Sustituir la dependencia de la antigua certificación administrativa por una habilitación legislativa expresa; 2. Reconocer jurídicamente la escritura y la matriz electrónicas sin debilitar solemnidades; 3. Regular la comparecencia remota con salvaguardas de identidad, voluntad e inmediación; 4. Mantener la competencia territorial del notario; 5. Crear equivalentes funcionales seguros para copias y mérito ejecutivo; 6. Preservar un protocolo único y distinguir matriz, respaldo y copia; 7. Diseñar un sistema de respaldo y verificación que no traslade la custodia; 8. Fortalecer la interoperabilidad sin eliminar la calificación registral; 9. Adoptar una plataforma pública compatible con soluciones equivalentes; 10. Preservar el servicio presencial e inclusión digital; 11. ordenar un programa progresivo de preservación y digitalización; y 12. fortalecer las garantías de datos personales y seguridad de la información.
La técnica utilizada procura intervenir únicamente lo necesario para hacer posible la prestación electrónica con seguridad jurídica. El proyecto no nacionaliza la competencia de los notarios, no convierte a la Superintendencia en custodio de las matrices, no elimina los procedimientos tradicionales que continúan cumpliendo una finalidad legítima y no crea un régimen autónomo de protección de datos.
Los componentes de costo e implementación que requieren información técnica adicional quedan expresamente identificados para que los conceptos de la Superintendencia de Notariado y Registro, el Ministerio de Justicia y del Derecho, el Ministerio TIC, el Archivo General de la Nación, el Ministerio de Hacienda y la Registraduría puedan ser incorporados durante el trámite sin introducir materias nuevas en segundo debate.
13. PLIEGO DE MODIFICACIONES
Con fundamento en las consideraciones expuestas, se propone el siguiente pliego de modificaciones. La primera columna conserva el texto del proyecto radicado cuando existe una disposición equivalente; la segunda contiene el texto propuesto para primer debate; y la tercera explica el alcance y fundamento de la modificación. Las disposiciones nuevas desarrollan materias que forman parte del objeto y de los ejes temáticos de la iniciativa desde su radicación.
	TEXTO RADICADO
	TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER DEBATE
	JUSTIFICACIÓN

	“Por medio de la cual se ordena la utilización de medios electrónicos por los notarios y notarias de Colombia y se dictan otras disposiciones – Notarias Virtuales”
	“Por medio de la cual se establecen las bases para la prestación del servicio público notarial mediante medios electrónicos, se modifican disposiciones del Decreto Ley 960 de 1970 y se dictan otras disposiciones”
	MODIFICATORIA DEL TÍTULO. Se adecúa la denominación al alcance real del pliego: la iniciativa ya no se limita a ordenar el uso de medios electrónicos, sino que establece la base legal del servicio notarial electrónico y modifica puntualmente el Estatuto del Notariado.

	Artículo 1. Objeto. La presente ley tiene por objeto ordenar la implementación universal y obligatoria de la utilización de medios electrónicos por los notarios y notarias de Colombia, removiendo las barreras operativas que hoy limitan su aprovechamiento pleno.
	Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por objeto establecer las bases jurídicas para la prestación del servicio público notarial mediante medios electrónicos y ordenar su implementación universal, progresiva y obligatoria en las notarías del país, garantizando la seguridad jurídica, el ejercicio de la función fedataria, la protección de los derechos de los usuarios, la accesibilidad, la interoperabilidad, la protección de datos personales, la neutralidad tecnológica y la disponibilidad del servicio presencial.
	MODIFICATORIA. Se mantiene la universalización del servicio electrónico, se precisa que la obligación recae sobre la disponibilidad progresiva del canal y se incorporan garantías transversales de seguridad jurídica, accesibilidad, interoperabilidad, datos personales, neutralidad tecnológica y presencialidad.

	Artículo 2. Son notarías certificadas, todas aquellas que cuentan con la validación de la Superintendencia de Notariado y Registro para actuar como operador digital.
	Artículo 2°. Prestación del servicio público notarial por medios electrónicos. Adiciónese un parágrafo al artículo 3° del Decreto Ley 960 de 1970, así:
Parágrafo. Para el desarrollo y ejercicio de las competencias previstas en el presente artículo y en las demás disposiciones legales que regulan la función notarial, los notarios están habilitados para adelantar actuaciones mediante medios electrónicos, de conformidad con la presente ley y las demás normas aplicables.
La utilización de medios electrónicos deberá garantizar, según la naturaleza de la actuación, la identificación de los intervinientes, la autenticidad e integridad de los documentos y de la información, la manifestación libre e informada de la voluntad cuando corresponda, y condiciones adecuadas de seguridad, trazabilidad, disponibilidad, conservación, accesibilidad y confidencialidad.
La utilización de medios electrónicos constituye una modalidad de prestación del servicio público notarial y no modificará las competencias, solemnidades, requisitos sustanciales, controles ni responsabilidades establecidos por la ley para cada actuación, ni sustituirá el ejercicio personal de la función fedataria que corresponda al notario.
	SUSTITUTIVA. Se reemplaza la definición de “notaría certificada”, vinculada al régimen reglamentario anterior, por una habilitación legal general adicionada al artículo 3 del Decreto Ley 960 de 1970.

	Sin disposición equivalente.
	Artículo 3°. Escritura pública en soporte físico o electrónico. Modifíquese el artículo 18 del Decreto Ley 960 de 1970, el cual quedará así:
Artículo 18. Medios de extensión y soporte de la escritura pública. La escritura pública podrá extenderse en soporte físico o electrónico, de conformidad con la ley.
Cuando se extienda en soporte físico, se realizará en forma continua, sin dejar espacios libres o en blanco susceptibles de posterior utilización y observando las demás condiciones previstas legalmente para garantizar la seguridad, integridad y perduración del instrumento.
Cuando se extienda en soporte electrónico, deberán emplearse mecanismos que garanticen su autenticidad, integridad, disponibilidad, trazabilidad y conservación, que permitan identificar inequívocamente la versión definitiva autorizada e impidan modificaciones posteriores no autorizadas.
La escritura pública electrónica producirá los mismos efectos jurídicos que la escritura pública extendida en soporte físico cuando se hayan cumplido las solemnidades, requisitos sustanciales y formales y demás condiciones exigidas por la ley para la respectiva actuación.
El otorgamiento, firma, autorización, incorporación al protocolo, conservación y expedición de copias de la escritura pública electrónica se regirán por la presente ley y las demás disposiciones aplicables.
	ARTÍCULO NUEVO. La escritura pública electrónica requiere una base legal expresa y una armonización del artículo 18 del Estatuto. Se preservan las garantías del soporte físico y se establecen equivalentes funcionales de autenticidad, integridad, trazabilidad, versión definitiva y conservación.

	Artículo 4. Para efectos de la autenticación de firmas y documentos, el otorgamiento de poderes y la expedición de copias y certificaciones, la actuación notarial electrónica no estará sujeta a la restricción de circunscripción notarial, y podrá adelantarse entre el notario certificado y el compareciente con independencia de la circunscripción notarial en la que este último se encuentre ubicado dentro del territorio nacional.
Parágrafo. Las escrituras públicas sobre bienes inmuebles, los testamentos, las declaraciones de unión marital de hecho y los matrimonios civiles mantendrán la restricción de circunscripción notarial vigente, salvo que la ley disponga lo contrario.
	Artículo 4°. Identificación, autenticación y comparecencia por medios electrónicos. Las actuaciones notariales que requieran comparecencia ante el notario podrán adelantarse mediante comparecencia remota por medios electrónicos cuando ello resulte compatible con la naturaleza y las solemnidades legalmente previstas para la respectiva actuación. No procederá cuando una disposición legal especial exija la presencia física del compareciente o establezca una solemnidad incompatible con dicha modalidad. En ningún caso la presente disposición podrá interpretarse como eliminación de requisitos especiales de inmediación, presencia de testigos, custodia, competencia o solemnidad establecidos por la ley.
Para tal efecto deberán emplearse mecanismos que permitan al notario establecer de manera confiable la identidad de los comparecientes y verificar, cuando corresponda, las condiciones de discernimiento, representación y manifestación libre e informada de la voluntad que la ley le encomiende apreciar para la respectiva actuación.
Los mecanismos de identificación y autenticación deberán ser confiables, adecuados y proporcionales a la naturaleza, solemnidad y nivel de riesgo de la actuación y podrán apoyarse en servicios de identidad digital, consultas o verificaciones ante fuentes oficiales y demás mecanismos jurídicamente habilitados.
Cuando la naturaleza de la actuación requiera interacción personal con el notario, los medios utilizados deberán permitir una comunicación directa, simultánea y verificable entre este y el compareciente.
Para todos los efectos legales, incluida la aplicación de las normas del Decreto Ley 960 de 1970 que exigen comparecencia ante el notario, la comparecencia remota realizada de conformidad con la presente ley se entenderá efectuada ante este.
Cuando no sea posible establecer de manera suficientemente confiable la identidad, representación o voluntad del compareciente; existan indicios razonables de suplantación, fraude, coacción o alteración de la información; o las condiciones técnicas impidan el adecuado ejercicio de la función fedataria, el notario deberá abstenerse de continuar la actuación por medios electrónicos, sin perjuicio de que pueda adelantarse presencialmente si legalmente procede.
	MODIFICATORIA Y AMPLIATORIA. Se desarrolla la actuación remota prevista en el proyecto y se establece una habilitación legal de comparecencia electrónica sujeta a solemnidades, identificación confiable, interacción directa y deber de abstención ante riesgos de fraude, coacción o falla técnica.

	Sin disposición equivalente.
	Artículo 5°. Otorgamiento, aprobación, firma y autorización por medios electrónicos. En las escrituras públicas y demás actuaciones notariales electrónicas, el otorgamiento y la aprobación del instrumento podrán manifestarse mediante medios electrónicos que permitan establecer de manera inequívoca la voluntad del compareciente y su vinculación con el contenido definitivo del documento.
Los requisitos legales de firma podrán satisfacerse, tratándose de actuaciones electrónicas, mediante firma electrónica o digital que cumpla los requisitos establecidos en la Ley 527 de 1999, sus normas reglamentarias y las disposiciones que la modifiquen, adicionen o sustituyan, y que resulte adecuada al nivel de confianza requerido para la respectiva actuación.
El mecanismo utilizado deberá permitir verificar la identidad del firmante, su aprobación del contenido del instrumento y la integridad de la información suscrita.
La autorización de la escritura pública o actuación notarial electrónica deberá ser realizada personalmente por el notario mediante firma digital o mediante un mecanismo de firma electrónica que ofrezca un nivel de seguridad equivalente, de conformidad con la legislación y la reglamentación aplicables, y únicamente después de verificar el cumplimiento de los requisitos legales correspondientes.
Lo dispuesto en el presente artículo se aplicará sin perjuicio de las reglas especiales previstas para quienes no sepan o no puedan firmar y para las actuaciones sometidas a formalidades adicionales.
	ARTÍCULO NUEVO. Se regula el equivalente electrónico del otorgamiento, aprobación, firma y autorización para evitar que la virtualización dependa exclusivamente de reglas generales sobre mensajes de datos. La autorización sigue siendo personal del notario.

	Sin disposición equivalente.
	Artículo 6°. Expedición de copias en soporte físico o electrónico. Modifíquese el artículo 79 del Decreto Ley 960 de 1970, el cual quedará así:
Artículo 79. Expedición de copias. El notario podrá expedir copia total o parcial de las escrituras públicas y demás documentos que reposen en el archivo bajo su custodia, en soporte físico o electrónico, de conformidad con la ley.
Cuando la matriz o documento fuente conste en soporte físico, la copia electrónica deberá permitir verificar su correspondencia íntegra y fiel con aquel. Cuando el documento se haya originado y conserve electrónicamente, la copia deberá permitir verificar su autenticidad, integridad y vinculación inequívoca con la respectiva matriz electrónica.
La copia autorizada por el notario dará fe de su correspondencia con el documento o matriz de la cual proviene, sin perjuicio de las reglas especiales aplicables a las copias destinadas a exigir el cumplimiento de obligaciones.
Cuando el archivo notarial no se encuentre bajo la guarda del notario, el servidor público o custodio legalmente competente tendrá las mismas facultades para expedir las respectivas copias en los términos previstos en la ley.
	ARTÍCULO NUEVO. Desarrolla la materia de copias electrónicas contenida en el artículo 4 radicado y adapta el artículo 79 del Estatuto, preservando la competencia del custodio legal del archivo.

	Sin disposición equivalente.
	Artículo 7°. Derecho a obtener copias y copia con mérito ejecutivo. Modifíquese el artículo 80 del Decreto Ley 960 de 1970, el cual quedará así:
Artículo 80. Derecho a obtener copias. Sin perjuicio de las reglas especiales aplicables al registro civil y a la información sometida a reserva, toda persona tendrá derecho a obtener copias simples o auténticas de las escrituras públicas y demás documentos del archivo notarial, en soporte físico o electrónico.
Cuando se trate de un instrumento del cual pueda exigirse el cumplimiento de una obligación que preste mérito ejecutivo, el notario expedirá copia auténtica e identificará la que presta dicho mérito, que será la primera que del instrumento se expida, salvo la copia sustitutiva expedida de conformidad con el artículo 81 del presente decreto. Esta circunstancia se expresará de manera destacada, junto con el nombre del acreedor a cuyo favor se expida, y se dejará constancia de su expedición en la matriz.
Si en una misma escritura constan obligaciones hipotecarias a favor de dos o más personas, podrán expedirse sendos ejemplares de la primera copia, individualizados para cada acreedor, dejando constancia del número del ejemplar y del mérito ejecutivo correspondiente.
La copia electrónica con mérito ejecutivo deberá contar con un identificador único y mecanismos que permitan verificar su autenticidad, integridad y estado de habilitación como copia con mérito ejecutivo. Su expedición, cesión, sustitución, invalidación y demás eventos que afecten dicha habilitación deberán registrarse en el módulo de control de copias con mérito ejecutivo del Sistema Nacional de Respaldo y Verificación Notarial.
La reproducción, impresión, descarga o representación gráfica de la copia electrónica no dará lugar por sí misma a una nueva copia con mérito ejecutivo. El Sistema deberá permitir establecer cuál copia se encuentra jurídicamente habilitada como copia con mérito ejecutivo y evitar la existencia simultánea de copias vigentes incompatibles con las reglas previstas en la ley.
En las demás copias que se expidan se dejará constancia de que no prestan mérito para exigir el pago o cumplimiento de la obligación ni para su cesión o endoso, cuando corresponda.
	ARTÍCULO NUEVO. Regula la singularidad jurídica de la copia electrónica con mérito ejecutivo mediante identificación y control de su estado de habilitación, sin convertir la escritura en título valor ni alterar la existencia o exigibilidad de la obligación.

	Sin disposición equivalente.
	Artículo 8°. Copia electrónica sustitutiva. Adiciónese un parágrafo al artículo 81 del Decreto Ley 960 de 1970, así:
Parágrafo. Cuando la copia con mérito ejecutivo sea electrónica, la pérdida de control sobre ella, el compromiso de sus mecanismos de seguridad o la imposibilidad definitiva de acceder a la misma se asimilarán, para efectos del presente artículo, a los eventos de pérdida o destrucción de la copia.
Antes de la expedición de la copia electrónica sustitutiva deberá registrarse la invalidación de la copia anterior en el módulo de control de copias con mérito ejecutivo del Sistema Nacional de Respaldo y Verificación Notarial. La nueva copia deberá identificar aquella a la cual sustituye y conservar la trazabilidad de la actuación.
	ARTÍCULO NUEVO. Se conserva íntegro el procedimiento del artículo 81 y solo se adiciona la equivalencia electrónica para pérdida de control, compromiso de seguridad o inaccesibilidad definitiva, con invalidación trazable de la copia anterior.

	Sin disposición equivalente.
	Artículo 9°. Cesión electrónica. Adiciónese un parágrafo al artículo 82 del Decreto Ley 960 de 1970, así:
Parágrafo. Cuando la copia con mérito ejecutivo sea electrónica, la cesión podrá hacerse mediante anotación electrónica vinculada inequívocamente a ella, suscrita por el cedente mediante el mecanismo de firma jurídicamente aplicable e identificando al cesionario.
La cesión deberá registrarse en el módulo de control de copias con mérito ejecutivo del Sistema Nacional de Respaldo y Verificación Notarial, con actualización del titular asociado a la copia y preservación de la trazabilidad de las transferencias. Para efectos de la entrega prevista en el presente artículo, tratándose de una copia electrónica esta se entenderá realizada cuando el sistema registre la transferencia de su control a favor del cesionario y se actualice la titularidad de la copia, de manera que el cedente no conserve la condición de titular habilitado para ejercer los derechos asociados a ella.
Lo anterior se entiende sin perjuicio de los demás requisitos previstos en la legislación aplicable para la eficacia y oponibilidad de la cesión.
	ARTÍCULO NUEVO. Se conserva el régimen general de cesión del artículo 82 y se añade su equivalente electrónico, incluida la transferencia de control de la copia al cesionario.

	Sin disposición equivalente.
	Artículo 10°. Soporte y seguridad de las copias. Modifíquese el artículo 83 del Decreto Ley 960 de 1970, el cual quedará así:
Artículo 83. Soporte y seguridad de las copias. Las copias notariales podrán expedirse en soporte físico o electrónico.
Las copias físicas se expedirán mediante medios que garanticen su claridad, fidelidad e identificación y estarán sujetas a las demás formalidades previstas en este Estatuto.
Las copias electrónicas deberán expedirse mediante mecanismos que permitan verificar su autenticidad, integridad, procedencia, fecha de expedición, autorización y correspondencia con la respectiva matriz.
Tratándose de copias electrónicas, las formalidades previstas en los artículos 84 a 88 del presente decreto que correspondan exclusivamente a características materiales del soporte físico, tales como papel, espacios y renglones, número de hojas, firma autógrafa, sello, rúbrica y ubicación física de las constancias, se cumplirán mediante mecanismos electrónicos que garanticen de manera equivalente su integridad, identificación, autorización, numeración, trazabilidad y vinculación con la matriz.
Lo anterior no modificará los requisitos sustanciales, los términos, los efectos jurídicos ni las demás garantías previstas en dichos artículos.
	ARTÍCULO NUEVO. Se reconoce el soporte electrónico y se establecen equivalentes funcionales para formalidades físicas de los artículos 84 a 88, sin modificar sus requisitos sustanciales ni efectos jurídicos.

	Artículo 4. Para efectos de la autenticación de firmas y documentos, el otorgamiento de poderes y la expedición de copias y certificaciones, la actuación notarial electrónica no estará sujeta a la restricción de circunscripción notarial, y podrá adelantarse entre el notario certificado y el compareciente con independencia de la circunscripción notarial en la que este último se encuentre ubicado dentro del territorio nacional.
Parágrafo. Las escrituras públicas sobre bienes inmuebles, los testamentos, las declaraciones de unión marital de hecho y los matrimonios civiles mantendrán la restricción de circunscripción notarial vigente, salvo que la ley disponga lo contrario.
	Artículo 11°. Territorialidad de las actuaciones notariales por medios electrónicos. La prestación del servicio notarial mediante medios electrónicos no modificará los límites territoriales dentro de los cuales el notario ejerce su función.
Cuando una actuación pueda adelantarse mediante comparecencia remota, el notario deberá ejercer y autorizar la función dentro de los límites territoriales de su respectivo círculo notarial. La ubicación física del usuario o compareciente en un lugar distinto del respectivo círculo notarial, dentro del territorio colombiano, no alterará por sí sola la competencia territorial del notario.
Para efectos de las normas del Decreto Ley 960 de 1970 sobre ejercicio territorial de la función y nulidad formal, la actuación se entenderá ejercida dentro del círculo notarial desde el cual el notario ejerce y autoriza personalmente la función.
Lo dispuesto en este artículo se aplicará sin perjuicio de las reglas especiales de competencia territorial, domicilio, reparto, custodia, solemnidad o cualquier otro factor de competencia establecido por la ley.
Parágrafo. La presente disposición no constituye por sí misma habilitación para comparecencias efectuadas desde el exterior del territorio nacional, las cuales se sujetarán a la legislación especial aplicable.
	MODIFICATORIA. Se sustituye la eliminación general de la circunscripción por una regla que mantiene el círculo del notario y flexibiliza únicamente la ubicación del usuario dentro de Colombia cuando la actuación admita comparecencia remota. Se preservan competencias especiales y no se habilita automáticamente la comparecencia desde el exterior.

	Sin disposición equivalente.
	Artículo 12°. Matriz de la escritura pública. Modifíquese el artículo 20 del Decreto Ley 960 de 1970, el cual quedará así:
Artículo 20. Matriz de la escritura pública. Toda escritura pública tendrá una matriz única, que podrá constar en soporte físico o electrónico según la modalidad en que se otorgue y autorice.
Las matrices físicas se extenderán en el papel o soporte autorizado por el Estado y se identificarán y conservarán conforme a las disposiciones aplicables al soporte físico.
Las matrices electrónicas deberán incorporarse al protocolo mediante mecanismos que permitan su adecuada integración, identificación, ordenación y conservación, y contar con un identificador inequívoco y mecanismos que permitan establecer su autenticidad, integridad, secuencia, versión definitiva, fecha de autorización, inalterabilidad, disponibilidad y trazabilidad.
La existencia de copias de respaldo de una matriz electrónica no dará lugar a matrices adicionales.
Una vez autorizada la escritura pública electrónica, cualquier modificación, corrección o aclaración deberá efectuarse mediante los procedimientos legalmente establecidos y conservar la trazabilidad de la actuación.
	ARTÍCULO NUEVO. Se reconoce una matriz única que puede constar en soporte físico o electrónico. La copia de respaldo no genera una segunda matriz y cualquier corrección posterior debe preservar trazabilidad.

	Artículo 8. La Superintendencia de Notariado y Registro, en un plazo de cinco (5) años, adelantará la digitalización progresiva de los protocolos y archivos notariales físicos existentes, priorizando aquellos en riesgo de deterioro o pérdida, sin perjuicio de la conservación del original físico conforme a las normas archivísticas vigentes.
	Artículo 13°. Custodia y conservación de los archivos notariales. Modifíquese el artículo 113 del Decreto Ley 960 de 1970, el cual quedará así:
Artículo 113. Custodia y conservación de los archivos. El notario será responsable de la custodia y adecuada conservación de los libros, protocolos y demás documentos que integren el archivo notarial mientras legalmente se encuentren bajo su guarda.
Los componentes físicos del archivo y del protocolo no podrán retirarse de la notaría, salvo los eventos de entrega o traslado autorizados por la ley. Cuando deba practicarse inspección judicial sobre ellos, el funcionario competente se trasladará a la oficina del notario respectivo, conforme a las disposiciones aplicables.
Las matrices, actuaciones y documentos originados en soporte físico que integren el protocolo o el archivo se conservarán de conformidad con las normas notariales y archivísticas. Su digitalización o reproducción electrónica no sustituirá la matriz física ni autorizará su destrucción, salvo disposición legal o archivística expresa en contrario.
Las matrices, actuaciones y documentos originados electrónicamente que se incorporen al protocolo o al archivo se conservarán en sistemas que garanticen autenticidad, integridad, inalterabilidad, disponibilidad, trazabilidad, confidencialidad, preservación a largo plazo y recuperación.
Cuando el protocolo incorpore matrices, actuaciones o documentos originados electrónicamente, las referencias contenidas en los artículos 107 y 108 del presente decreto a tomos, hojas, foliación, encuadernación, clausura y demás formalidades propias del soporte físico se cumplirán mediante mecanismos electrónicos que garanticen de manera equivalente la organización cronológica, numeración, integridad, inalterabilidad, cierre, conservación e identificación de cada período documental.
La generación de copias de respaldo, su almacenamiento en infraestructura diferente o su remisión a los sistemas previstos en la ley no modificará la calidad de la matriz ni trasladará, por ese solo hecho, la responsabilidad jurídica por su custodia.
La entrega del archivo por cambio de notario, traslado al archivo oficial o cualquier otra causa legal comprenderá el protocolo y los demás documentos que integren el archivo, cualquiera sea su soporte, junto con sus inventarios y los elementos necesarios para asegurar su continuidad, acceso, integridad y conservación.
	MODIFICATORIA Y AMPLIATORIA. Desarrolla la digitalización prevista en el artículo 8 radicado y armoniza el artículo 113 del Estatuto con documentos nacidos electrónicos. Se mantiene un protocolo único, la custodia jurídica y la conservación de originales físicos.

	Artículo 5. La remisión de las actuaciones notariales electrónicas al repositorio de la Superintendencia de Notariado y Registro deberá completarse para la totalidad de las notarías certificadas dentro de los plazos del cronograma establecido en el artículo 3 de la presente ley, de manera que los actos notariales electrónicos sujetos a registro se transmitan de forma automática y segura a las Oficinas de Registro de Instrumentos Públicos, sin necesidad de trámites adicionales por parte del usuario.
	Artículo 14°. Sistema Nacional de Respaldo y Verificación Notarial. En desarrollo de las competencias legales vigentes de la Superintendencia de Notariado y Registro, esta entidad implementará y administrará el Sistema Nacional de Respaldo y Verificación Notarial, destinado a apoyar la preservación, respaldo, recuperación, continuidad, trazabilidad y verificación de autenticidad e integridad de las actuaciones notariales adelantadas mediante medios electrónicos, así como las funciones de inspección, vigilancia e interoperabilidad legalmente autorizadas.
El Sistema estará integrado, como mínimo, por: a) un registro de identificación y verificación de las actuaciones notariales electrónicas, con los datos y metadatos estrictamente necesarios para establecer su procedencia, integridad, trazabilidad y custodio; b) un repositorio seguro de copias de respaldo de las matrices notariales originariamente electrónicas y de los demás documentos cuya incorporación resulte necesaria de acuerdo con la ley, su naturaleza documental y criterios de preservación y continuidad del servicio; y c) un módulo de control de copias electrónicas con mérito ejecutivo, destinado a registrar su expedición, identificación, titularidad, cesión, sustitución, invalidación y estado de habilitación como copia con mérito ejecutivo.
La incorporación de una copia al Sistema no modificará la calidad de la matriz, no trasladará la custodia jurídica del protocolo y no facultará a la Superintendencia de Notariado y Registro para expedir copias notariales auténticas, salvo habilitación legal expresa.
Los sistemas de interoperabilidad podrán permitir la consulta o transmisión directa de documentos e información entre las notarías y las autoridades competentes, sin necesidad de duplicar o almacenar permanentemente su contenido en el Sistema cuando ello no resulte necesario.
La información incorporada al Sistema únicamente podrá tratarse para las finalidades previstas en la ley. Su diseño y operación deberán observar criterios de seguridad, confidencialidad, minimización de datos, neutralidad tecnológica, interoperabilidad, disponibilidad, trazabilidad y preservación a largo plazo.
La implementación del Sistema no implica, por sí misma, la creación de nuevas dependencias, entidades o plantas de personal.
	MODIFICATORIA. Se reemplaza el repositorio monolítico por un Sistema Nacional de Respaldo y Verificación que distingue registro de verificación, respaldo de matrices electrónicas y módulo de copias ejecutivas. El respaldo no sustituye la matriz ni traslada la custodia.

	Artículo 5. La remisión de las actuaciones notariales electrónicas al repositorio de la Superintendencia de Notariado y Registro deberá completarse para la totalidad de las notarías certificadas dentro de los plazos del cronograma establecido en el artículo 3 de la presente ley, de manera que los actos notariales electrónicos sujetos a registro se transmitan de forma automática y segura a las Oficinas de Registro de Instrumentos Públicos, sin necesidad de trámites adicionales por parte del usuario.
	Artículo 15°. Interoperabilidad entre los servicios notarial y registral. La Superintendencia de Notariado y Registro garantizará progresivamente la interoperabilidad entre los sistemas utilizados para la prestación del servicio notarial mediante medios electrónicos y el servicio público registral, en desarrollo de la Ley 1579 de 2012 y las demás disposiciones aplicables.
Cuando un instrumento público deba o pretenda ser presentado para registro, su remisión a la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos competente podrá realizarse directamente por medios electrónicos, garantizando su autenticidad, integridad, seguridad, trazabilidad e identificación inequívoca.
La interoperabilidad deberá evitar que el usuario aporte nuevamente documentos o información que ya obren válidamente en sistemas interoperables y puedan ser consultados por la autoridad competente, de conformidad con la ley.
La transmisión electrónica del instrumento no implicará su inscripción automática, no limitará el ejercicio de la función de calificación registral ni eximirá del cumplimiento de los requisitos tributarios, registrales o sustanciales previstos en la legislación aplicable.
Para el cumplimiento de este artículo deberán evaluarse y reutilizarse, cuando resulte técnica y jurídicamente procedente, los sistemas y mecanismos de interoperabilidad existentes.
	MODIFICATORIA. Se separa la interoperabilidad del repositorio y se articula con la Ley 1579 de 2012. La transmisión electrónica no implica inscripción automática ni elimina la calificación registral o los requisitos aplicables.

	Artículo 3. La certificación como notaría certificada dejará de ser discrecional y será obligatoria para la totalidad de las notarías del país, conforme al siguiente cronograma, contado a partir de la entrada en vigencia de la presente ley:
a) Año 3: notarías de categoría especial y primera categoría.
b) Año 4: notarías de segunda y tercera categoría.
c) Año 5: notarías de cuarta categoría y aquellas ubicadas en municipios con baja conectividad.
Parágrafo 1°. La Superintendencia de Notariado y Registro podrá conceder prórrogas de hasta un (1) año a las notarías que acrediten, mediante estudio técnico, deficiencias de infraestructura de conectividad no imputables al notario, sin que ello exima a la entidad territorial correspondiente del deber de gestionar la ampliación de dicha infraestructura.
	Artículo 16°. Implementación progresiva del servicio notarial por medios electrónicos. Todas las notarías del país deberán disponer de los medios tecnológicos, operativos y de seguridad necesarios para ofrecer las actuaciones notariales mediante medios electrónicos autorizadas por la ley, de conformidad con los siguientes plazos máximos, contados a partir de la entrada en vigencia de la presente ley: a) círculos de primera categoría: tres (3) años; b) círculos de segunda categoría: cuatro (4) años; c) círculos de tercera categoría: cinco (5) años.
La implementación podrá efectuarse mediante la Plataforma Nacional de Notariado Electrónico o mediante soluciones tecnológicas propias o provistas por terceros que acrediten el cumplimiento de los requisitos técnicos, de seguridad, interoperabilidad, accesibilidad y protección de datos establecidos en la reglamentación.
Parágrafo 1°. La Superintendencia de Notariado y Registro podrá autorizar, de manera excepcional y motivada, una ampliación hasta por doce (12) meses cuando existan circunstancias objetivas de conectividad, infraestructura o fuerza mayor no imputables al notario que impidan cumplir el respectivo plazo. La ampliación deberá estar acompañada de un plan de implementación.
Parágrafo 2°. El cumplimiento de la obligación prevista en este artículo no podrá condicionarse a la adquisición de una tecnología, marca, proveedor o solución informática determinada.
Parágrafo 3°. Las medidas a cargo de entidades públicas se implementarán progresivamente de acuerdo con sus competencias, las disponibilidades presupuestales, el Marco Fiscal de Mediano Plazo y el Marco de Gasto de Mediano Plazo, sin perjuicio del deber de adoptar la planeación necesaria para el cumplimiento de la presente ley.
	MODIFICATORIA. Se sustituye la certificación por una obligación de capacidad tecnológica progresiva y se utilizan las categorías notariales vigentes: primera, segunda y tercera. Se prevé prórroga excepcional y neutralidad tecnológica.

	Artículo 6. El Gobierno Nacional diseñará, desarrollará y pondrá en funcionamiento, dentro del año siguiente a la entrada en vigencia de la presente ley, una plataforma tecnológica nacional e interoperable que permita a cualquier notaría del país prestar sus servicios por medios electrónicos, cumpliendo los requisitos de seguridad, interoperabilidad, integridad y accesibilidad, sin costo de licenciamiento para el notario.
Parágrafo 1°. El uso de la Plataforma Nacional de Notariado Electrónico será voluntario para las notarías que cuenten con plataforma propia debidamente certificada como operador digital, y constituirá la vía de acceso ordinaria para las demás.
Parágrafo 2°. Las notarías que presten sus servicios a través de la Plataforma Nacional de Notariado Electrónico se entenderán, para todos los efectos, habilitadas como operador digital, sin necesidad de concepto técnico individual adicional ante la Oficina de Tecnologías de la Información de la Superintendencia de Notariado y Registro.
	Artículo 17°. Plataforma Nacional de Notariado Electrónico. En desarrollo de sus competencias legales vigentes, la Superintendencia de Notariado y Registro implementará y administrará una solución tecnológica nacional e interoperable para apoyar la prestación del servicio público notarial mediante medios electrónicos.
La Plataforma Nacional de Notariado Electrónico deberá permitir, según corresponda, la identificación y autenticación de usuarios, la comparecencia electrónica, la gestión y firma de documentos, la trazabilidad de las actuaciones, la interoperabilidad con los sistemas públicos pertinentes y las demás funcionalidades necesarias para la adecuada prestación del servicio.
La plataforma deberá diseñarse bajo criterios de seguridad, disponibilidad, interoperabilidad, accesibilidad, escalabilidad, neutralidad tecnológica, protección de datos personales, continuidad del servicio y reutilización de infraestructura pública existente.
El acceso de las notarías a la plataforma nacional no estará sujeto al pago de derechos de licenciamiento a favor de la Superintendencia de Notariado y Registro, sin perjuicio de las tarifas notariales, registrales y demás conceptos autorizados por la ley.
Parágrafo 1°. Las notarías podrán utilizar soluciones tecnológicas propias o provistas por terceros, siempre que cumplan los estándares funcionales, técnicos, de seguridad e interoperabilidad establecidos por las autoridades competentes.
Parágrafo 2°. La utilización de la plataforma nacional acreditará el cumplimiento de los requisitos técnicos correspondientes a dicha solución, sin perjuicio de las obligaciones funcionales, jurídicas y de seguridad que correspondan directamente al notario.
Parágrafo 3°. Para su implementación deberán evaluarse y reutilizarse, cuando resulte técnica, jurídica y económicamente procedente, las plataformas, desarrollos, sistemas e infraestructura tecnológica existentes.
Parágrafo 4°. La Plataforma Nacional deberá integrarse o interoperar con el Sistema Nacional de Respaldo y Verificación Notarial y podrá compartir con este componentes tecnológicos comunes. Su diseño deberá evitar duplicidades innecesarias de infraestructura, almacenamiento, licenciamiento, procesamiento, seguridad y operación.
	MODIFICATORIA. Se conserva una plataforma nacional, pero bajo un modelo híbrido e interoperable, compatible con soluciones propias o de terceros y con reutilización de infraestructura pública existente.

	Artículo 7. En ningún caso la implementación de la presente ley podrá significar la eliminación del servicio presencial. La Superintendencia de Notariado y Registro, en coordinación con el Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones y las entidades territoriales, adoptará las medidas necesarias para garantizar el acceso efectivo al servicio notarial electrónico en zonas rurales y con baja conectividad, incluyendo la habilitación de puntos de atención asistida en alcaldías, casas de la cultura u otras sedes públicas municipales.
	Artículo 18°. Garantía de atención presencial e inclusión digital. La implementación del servicio notarial mediante medios electrónicos no podrá dar lugar a la supresión del canal presencial ni constituir una barrera para el acceso al servicio público notarial.
La Superintendencia de Notariado y Registro, con el apoyo del Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones y de las demás autoridades competentes, adoptará medidas progresivas para facilitar el acceso al servicio notarial electrónico de la población rural, ubicada en zonas apartadas, con conectividad limitada o que enfrente barreras de acceso a tecnologías digitales.
Para estos efectos podrán habilitarse puntos de acceso asistido mediante el aprovechamiento de infraestructura pública existente y la celebración de convenios o demás mecanismos de coordinación, cooperación y concurrencia con entidades territoriales y otras entidades públicas, de acuerdo con sus competencias y disponibilidades presupuestales.
Los puntos de acceso asistido tendrán exclusivamente funciones de facilitación tecnológica y orientación al usuario. El personal que los atienda no podrá ejercer funciones notariales, dar fe pública, autorizar instrumentos ni sustituir la intervención personal y responsabilidad del notario.
La reglamentación establecerá condiciones mínimas de accesibilidad, seguridad, privacidad y protección de datos para su funcionamiento.
	MODIFICATORIA. Se mantiene el servicio presencial y la finalidad de inclusión rural, pero los puntos asistidos se configuran mediante coordinación y no ejercen función notarial ni imponen por sí mismos gastos automáticos a entidades territoriales.

	Artículo 8. La Superintendencia de Notariado y Registro, en un plazo de cinco (5) años, adelantará la digitalización progresiva de los protocolos y archivos notariales físicos existentes, priorizando aquellos en riesgo de deterioro o pérdida, sin perjuicio de la conservación del original físico conforme a las normas archivísticas vigentes.
	Artículo 19°. Programa de preservación y digitalización del archivo notarial. La Superintendencia de Notariado y Registro, en coordinación con el Archivo General de la Nación y con quienes ejerzan la custodia de los respectivos fondos documentales, adoptará un programa progresivo de preservación y digitalización de los protocolos notariales y demás series documentales notariales de conservación permanente.
Dentro de los doce (12) meses siguientes a la entrada en vigencia de la presente ley deberá consolidarse un inventario y diagnóstico del acervo documental objeto del programa y adoptarse un plan de ejecución por fases, que incluirá su estimación financiera y las fuentes previstas para su financiación.
La priorización tendrá en cuenta, entre otros criterios, el riesgo de deterioro o pérdida, la antigüedad, el estado de conservación, la frecuencia de consulta y la relevancia para la adecuada prestación del servicio.
Los procesos de digitalización deberán garantizar la autenticidad, integridad, trazabilidad, disponibilidad, accesibilidad, seguridad, adecuada indexación y preservación digital a largo plazo de la información, de acuerdo con la legislación y los estándares archivísticos aplicables.
La digitalización no modificará por sí misma las reglas de custodia, transferencia o conservación de los protocolos, ni implicará la sustitución o destrucción de los documentos físicos originales cuya conservación sea exigida por la ley o las normas archivísticas.
En la ejecución del programa se aprovecharán, cuando resulte técnica y jurídicamente procedente, los inventarios, sistemas, repositorios, infraestructura tecnológica y procesos de digitalización ya existentes.
	MODIFICATORIA. Se conserva la finalidad de digitalización histórica, pero se sustituye el plazo absoluto de cinco años por un programa progresivo precedido de inventario, diagnóstico, priorización, estimación financiera y reglas de preservación archivística.

	Artículo 9. El tratamiento de los datos personales contenidos en las actuaciones notariales electrónicas y en el repositorio de la Superintendencia de Notariado y Registro se sujetará a lo dispuesto en la Ley 1581 de 2012 y demás normas que regulan la protección de datos personales y la seguridad de la información pública.
	Artículo 20°. Protección de datos personales y seguridad de la información. El tratamiento de datos personales realizado con ocasión de la prestación del servicio público notarial mediante medios electrónicos se sujetará a la Constitución Política, a la Ley Estatutaria 1581 de 2012 y a las demás disposiciones aplicables.
Los notarios, la Superintendencia de Notariado y Registro, los proveedores tecnológicos y los demás sujetos que intervengan en el tratamiento serán responsables del cumplimiento de las obligaciones que correspondan al rol que ejerzan conforme al régimen de protección de datos personales.
El tratamiento de datos biométricos y demás información sensible deberá sujetarse a las condiciones establecidas en la legislación estatutaria y limitarse a las finalidades y datos necesarios para la realización segura de la respectiva actuación.
Los mecanismos de identificación e interoperabilidad deberán privilegiar, cuando resulte jurídica y técnicamente procedente, la consulta o verificación ante las fuentes oficiales correspondientes y evitar la duplicación o almacenamiento innecesario de datos personales.
Los sistemas utilizados deberán adoptar medidas adecuadas de seguridad, confidencialidad, integridad, disponibilidad, trazabilidad, gestión de accesos, gestión de incidentes, continuidad y recuperación de la información, atendiendo a la naturaleza de los datos y al riesgo de las respectivas actuaciones.
Parágrafo. Los puntos de acceso asistido previstos en esta ley no podrán conservar localmente documentos, credenciales, datos biométricos u otra información personal de los usuarios, salvo que exista fundamento jurídico para ello y resulte estrictamente necesario para la prestación del servicio.
	MODIFICATORIA Y AMPLIATORIA. Se mantiene la subordinación a la Ley 1581 de 2012 y se incorporan garantías sectoriales de minimización, seguridad, tratamiento de biometría, consulta de fuentes oficiales y protección en puntos asistidos, sin crear un régimen estatutario paralelo.

	Sin disposición equivalente.
	Artículo 21°. Reglamentación. El Gobierno Nacional reglamentará la presente ley, en lo que resulte necesario para su ejecución, dentro de los doce (12) meses siguientes a su entrada en vigencia.
Sin perjuicio de la potestad reglamentaria atribuida al Presidente de la República por el numeral 11 del artículo 189 de la Constitución Política, la Superintendencia de Notariado y Registro, el Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, el Archivo General de la Nación y las demás autoridades competentes podrán adoptar, dentro del estricto ámbito de sus competencias legales, los estándares, protocolos, especificaciones y lineamientos de carácter técnico necesarios para la implementación de la presente ley.
La reglamentación y los desarrollos técnicos deberán observar los principios de seguridad jurídica, neutralidad tecnológica, interoperabilidad, accesibilidad, protección de datos personales, seguridad digital, proporcionalidad tecnológica, continuidad del servicio y aprovechamiento eficiente de infraestructura existente.
Las autoridades no podrán exigir tecnologías, marcas, proveedores o soluciones particulares cuando existan alternativas que permitan satisfacer de manera equivalente los requisitos establecidos por la ley y la reglamentación.
	ARTÍCULO NUEVO. Se fija un término general de reglamentación y se delimita la adopción de estándares técnicos por las entidades dentro de sus competencias, sin perjuicio de la potestad reglamentaria presidencial.

	Sin disposición equivalente.
	Artículo 22°. Régimen de transición. La entrada en vigencia de la presente ley no afectará la continuidad de los trámites, servicios, sistemas o mecanismos electrónicos que cuenten con fundamento jurídico independiente y se encuentren operando conforme a la legislación vigente.
Las actuaciones notariales mediante medios electrónicos previstas en la presente ley serán implementadas progresivamente de acuerdo con los plazos establecidos y con la disponibilidad de las condiciones técnicas, operativas y de seguridad necesarias para cada modalidad de actuación.
Las actuaciones notariales realizadas válidamente con anterioridad a la entrada en vigencia de esta ley conservarán los efectos jurídicos reconocidos por el régimen aplicable al momento de su realización.
	ARTÍCULO NUEVO. Se incorpora un régimen de transición para preservar la continuidad de servicios electrónicos con fundamento jurídico autónomo y los efectos de actuaciones válidamente realizadas antes de la ley.

	Artículo 10. La presente ley rige a partir de su promulgación y deroga las disposiciones que le sean contrarias.
	Artículo 23°. Vigencia y derogatorias. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación y deroga las disposiciones que le sean contrarias.
	MODIFICATORIA. Se conserva la regla de vigencia y derogatorias, ajustada a la nueva estructura del proyecto.


14. PROPOSICIÓN
Por las consideraciones anteriormente expuestas, rindo ponencia positiva y solicito a los Honorables Representantes miembros de la Comisión Primera Constitucional Permanente de la Cámara de Representantes dar primer debate al Proyecto de Ley No. 207 de 2026 Cámara, “Por medio de la cual se ordena la utilización de medios electrónicos por los notarios y notarias de Colombia y se dictan otras disposiciones – Notarias Virtuales”, conforme al pliego de modificaciones y al texto propuesto.




Cordialmente,
DANIEL FELIPE BERNAL MONTEALEGRE
Representante a la Cámara por Cundinamarca
Coordinador Ponente


15. TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER DEBATE EN LA COMISIÓN PRIMERA DE LA CÁMARA DE REPRESENTANTES



PROYECTO DE LEY No. 207 DE 2026 CÁMARA
“Por medio de la cual se establecen las bases para la prestación del servicio público notarial mediante medios electrónicos, se modifican disposiciones del Decreto Ley 960 de 1970 y se dictan otras disposiciones”
EL CONGRESO DE COLOMBIA
DECRETA:
Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por objeto establecer las bases jurídicas para la prestación del servicio público notarial mediante medios electrónicos y ordenar su implementación universal, progresiva y obligatoria en las notarías del país, garantizando la seguridad jurídica, el ejercicio de la función fedataria, la protección de los derechos de los usuarios, la accesibilidad, la interoperabilidad, la protección de datos personales, la neutralidad tecnológica y la disponibilidad del servicio presencial.
Artículo 2°. Prestación del servicio público notarial por medios electrónicos. Adiciónese un parágrafo al artículo 3° del Decreto Ley 960 de 1970, así:
Parágrafo. Para el desarrollo y ejercicio de las competencias previstas en el presente artículo y en las demás disposiciones legales que regulan la función notarial, los notarios están habilitados para adelantar actuaciones mediante medios electrónicos, de conformidad con la presente ley y las demás normas aplicables.
La utilización de medios electrónicos deberá garantizar, según la naturaleza de la actuación, la identificación de los intervinientes, la autenticidad e integridad de los documentos y de la información, la manifestación libre e informada de la voluntad cuando corresponda, y condiciones adecuadas de seguridad, trazabilidad, disponibilidad, conservación, accesibilidad y confidencialidad.
La utilización de medios electrónicos constituye una modalidad de prestación del servicio público notarial y no modificará las competencias, solemnidades, requisitos sustanciales, controles ni responsabilidades establecidos por la ley para cada actuación, ni sustituirá el ejercicio personal de la función fedataria que corresponda al notario.
Artículo 3°. Escritura pública en soporte físico o electrónico. Modifíquese el artículo 18 del Decreto Ley 960 de 1970, el cual quedará así:
Artículo 18. Medios de extensión y soporte de la escritura pública. La escritura pública podrá extenderse en soporte físico o electrónico, de conformidad con la ley.
Cuando se extienda en soporte físico, se realizará en forma continua, sin dejar espacios libres o en blanco susceptibles de posterior utilización y observando las demás condiciones previstas legalmente para garantizar la seguridad, integridad y perduración del instrumento.
Cuando se extienda en soporte electrónico, deberán emplearse mecanismos que garanticen su autenticidad, integridad, disponibilidad, trazabilidad y conservación, que permitan identificar inequívocamente la versión definitiva autorizada e impidan modificaciones posteriores no autorizadas.
La escritura pública electrónica producirá los mismos efectos jurídicos que la escritura pública extendida en soporte físico cuando se hayan cumplido las solemnidades, requisitos sustanciales y formales y demás condiciones exigidas por la ley para la respectiva actuación.
El otorgamiento, firma, autorización, incorporación al protocolo, conservación y expedición de copias de la escritura pública electrónica se regirán por la presente ley y las demás disposiciones aplicables.
Artículo 4°. Identificación, autenticación y comparecencia por medios electrónicos. Las actuaciones notariales que requieran comparecencia ante el notario podrán adelantarse mediante comparecencia remota por medios electrónicos cuando ello resulte compatible con la naturaleza y las solemnidades legalmente previstas para la respectiva actuación. No procederá cuando una disposición legal especial exija la presencia física del compareciente o establezca una solemnidad incompatible con dicha modalidad. En ningún caso la presente disposición podrá interpretarse como eliminación de requisitos especiales de inmediación, presencia de testigos, custodia, competencia o solemnidad establecidos por la ley.
Para tal efecto deberán emplearse mecanismos que permitan al notario establecer de manera confiable la identidad de los comparecientes y verificar, cuando corresponda, las condiciones de discernimiento, representación y manifestación libre e informada de la voluntad que la ley le encomiende apreciar para la respectiva actuación.
Los mecanismos de identificación y autenticación deberán ser confiables, adecuados y proporcionales a la naturaleza, solemnidad y nivel de riesgo de la actuación y podrán apoyarse en servicios de identidad digital, consultas o verificaciones ante fuentes oficiales y demás mecanismos jurídicamente habilitados.
Cuando la naturaleza de la actuación requiera interacción personal con el notario, los medios utilizados deberán permitir una comunicación directa, simultánea y verificable entre este y el compareciente.
Para todos los efectos legales, incluida la aplicación de las normas del Decreto Ley 960 de 1970 que exigen comparecencia ante el notario, la comparecencia remota realizada de conformidad con la presente ley se entenderá efectuada ante este.
Cuando no sea posible establecer de manera suficientemente confiable la identidad, representación o voluntad del compareciente; existan indicios razonables de suplantación, fraude, coacción o alteración de la información; o las condiciones técnicas impidan el adecuado ejercicio de la función fedataria, el notario deberá abstenerse de continuar la actuación por medios electrónicos, sin perjuicio de que pueda adelantarse presencialmente si legalmente procede.
Artículo 5°. Otorgamiento, aprobación, firma y autorización por medios electrónicos. En las escrituras públicas y demás actuaciones notariales electrónicas, el otorgamiento y la aprobación del instrumento podrán manifestarse mediante medios electrónicos que permitan establecer de manera inequívoca la voluntad del compareciente y su vinculación con el contenido definitivo del documento.
Los requisitos legales de firma podrán satisfacerse, tratándose de actuaciones electrónicas, mediante firma electrónica o digital que cumpla los requisitos establecidos en la Ley 527 de 1999, sus normas reglamentarias y las disposiciones que la modifiquen, adicionen o sustituyan, y que resulte adecuada al nivel de confianza requerido para la respectiva actuación.
El mecanismo utilizado deberá permitir verificar la identidad del firmante, su aprobación del contenido del instrumento y la integridad de la información suscrita.
La autorización de la escritura pública o actuación notarial electrónica deberá ser realizada personalmente por el notario mediante firma digital o mediante un mecanismo de firma electrónica que ofrezca un nivel de seguridad equivalente, de conformidad con la legislación y la reglamentación aplicables, y únicamente después de verificar el cumplimiento de los requisitos legales correspondientes.
Lo dispuesto en el presente artículo se aplicará sin perjuicio de las reglas especiales previstas para quienes no sepan o no puedan firmar y para las actuaciones sometidas a formalidades adicionales.
Artículo 6°. Expedición de copias en soporte físico o electrónico. Modifíquese el artículo 79 del Decreto Ley 960 de 1970, el cual quedará así:
Artículo 79. Expedición de copias. El notario podrá expedir copia total o parcial de las escrituras públicas y demás documentos que reposen en el archivo bajo su custodia, en soporte físico o electrónico, de conformidad con la ley.
Cuando la matriz o documento fuente conste en soporte físico, la copia electrónica deberá permitir verificar su correspondencia íntegra y fiel con aquel. Cuando el documento se haya originado y conserve electrónicamente, la copia deberá permitir verificar su autenticidad, integridad y vinculación inequívoca con la respectiva matriz electrónica.
La copia autorizada por el notario dará fe de su correspondencia con el documento o matriz de la cual proviene, sin perjuicio de las reglas especiales aplicables a las copias destinadas a exigir el cumplimiento de obligaciones.
Cuando el archivo notarial no se encuentre bajo la guarda del notario, el servidor público o custodio legalmente competente tendrá las mismas facultades para expedir las respectivas copias en los términos previstos en la ley.
Artículo 7°. Derecho a obtener copias y copia con mérito ejecutivo. Modifíquese el artículo 80 del Decreto Ley 960 de 1970, el cual quedará así:
Artículo 80. Derecho a obtener copias. Sin perjuicio de las reglas especiales aplicables al registro civil y a la información sometida a reserva, toda persona tendrá derecho a obtener copias simples o auténticas de las escrituras públicas y demás documentos del archivo notarial, en soporte físico o electrónico.
Cuando se trate de un instrumento del cual pueda exigirse el cumplimiento de una obligación que preste mérito ejecutivo, el notario expedirá copia auténtica e identificará la que presta dicho mérito, que será la primera que del instrumento se expida, salvo la copia sustitutiva expedida de conformidad con el artículo 81 del presente decreto. Esta circunstancia se expresará de manera destacada, junto con el nombre del acreedor a cuyo favor se expida, y se dejará constancia de su expedición en la matriz.
Si en una misma escritura constan obligaciones hipotecarias a favor de dos o más personas, podrán expedirse sendos ejemplares de la primera copia, individualizados para cada acreedor, dejando constancia del número del ejemplar y del mérito ejecutivo correspondiente.
La copia electrónica con mérito ejecutivo deberá contar con un identificador único y mecanismos que permitan verificar su autenticidad, integridad y estado de habilitación como copia con mérito ejecutivo. Su expedición, cesión, sustitución, invalidación y demás eventos que afecten dicha habilitación deberán registrarse en el módulo de control de copias con mérito ejecutivo del Sistema Nacional de Respaldo y Verificación Notarial.
La reproducción, impresión, descarga o representación gráfica de la copia electrónica no dará lugar por sí misma a una nueva copia con mérito ejecutivo. El Sistema deberá permitir establecer cuál copia se encuentra jurídicamente habilitada como copia con mérito ejecutivo y evitar la existencia simultánea de copias vigentes incompatibles con las reglas previstas en la ley.
En las demás copias que se expidan se dejará constancia de que no prestan mérito para exigir el pago o cumplimiento de la obligación ni para su cesión o endoso, cuando corresponda.
Artículo 8°. Copia electrónica sustitutiva. Adiciónese un parágrafo al artículo 81 del Decreto Ley 960 de 1970, así:
Parágrafo. Cuando la copia con mérito ejecutivo sea electrónica, la pérdida de control sobre ella, el compromiso de sus mecanismos de seguridad o la imposibilidad definitiva de acceder a la misma se asimilarán, para efectos del presente artículo, a los eventos de pérdida o destrucción de la copia.
Antes de la expedición de la copia electrónica sustitutiva deberá registrarse la invalidación de la copia anterior en el módulo de control de copias con mérito ejecutivo del Sistema Nacional de Respaldo y Verificación Notarial. La nueva copia deberá identificar aquella a la cual sustituye y conservar la trazabilidad de la actuación.
Artículo 9°. Cesión electrónica. Adiciónese un parágrafo al artículo 82 del Decreto Ley 960 de 1970, así:
Parágrafo. Cuando la copia con mérito ejecutivo sea electrónica, la cesión podrá hacerse mediante anotación electrónica vinculada inequívocamente a ella, suscrita por el cedente mediante el mecanismo de firma jurídicamente aplicable e identificando al cesionario.
La cesión deberá registrarse en el módulo de control de copias con mérito ejecutivo del Sistema Nacional de Respaldo y Verificación Notarial, con actualización del titular asociado a la copia y preservación de la trazabilidad de las transferencias. Para efectos de la entrega prevista en el presente artículo, tratándose de una copia electrónica esta se entenderá realizada cuando el sistema registre la transferencia de su control a favor del cesionario y se actualice la titularidad de la copia, de manera que el cedente no conserve la condición de titular habilitado para ejercer los derechos asociados a ella.
Lo anterior se entiende sin perjuicio de los demás requisitos previstos en la legislación aplicable para la eficacia y oponibilidad de la cesión.
Artículo 10°. Soporte y seguridad de las copias. Modifíquese el artículo 83 del Decreto Ley 960 de 1970, el cual quedará así:
Artículo 83. Soporte y seguridad de las copias. Las copias notariales podrán expedirse en soporte físico o electrónico.
Las copias físicas se expedirán mediante medios que garanticen su claridad, fidelidad e identificación y estarán sujetas a las demás formalidades previstas en este Estatuto.
Las copias electrónicas deberán expedirse mediante mecanismos que permitan verificar su autenticidad, integridad, procedencia, fecha de expedición, autorización y correspondencia con la respectiva matriz.
Tratándose de copias electrónicas, las formalidades previstas en los artículos 84 a 88 del presente decreto que correspondan exclusivamente a características materiales del soporte físico, tales como papel, espacios y renglones, número de hojas, firma autógrafa, sello, rúbrica y ubicación física de las constancias, se cumplirán mediante mecanismos electrónicos que garanticen de manera equivalente su integridad, identificación, autorización, numeración, trazabilidad y vinculación con la matriz.
Lo anterior no modificará los requisitos sustanciales, los términos, los efectos jurídicos ni las demás garantías previstas en dichos artículos.
Artículo 11°. Territorialidad de las actuaciones notariales por medios electrónicos. La prestación del servicio notarial mediante medios electrónicos no modificará los límites territoriales dentro de los cuales el notario ejerce su función.
Cuando una actuación pueda adelantarse mediante comparecencia remota, el notario deberá ejercer y autorizar la función dentro de los límites territoriales de su respectivo círculo notarial. La ubicación física del usuario o compareciente en un lugar distinto del respectivo círculo notarial, dentro del territorio colombiano, no alterará por sí sola la competencia territorial del notario.
Para efectos de las normas del Decreto Ley 960 de 1970 sobre ejercicio territorial de la función y nulidad formal, la actuación se entenderá ejercida dentro del círculo notarial desde el cual el notario ejerce y autoriza personalmente la función.
Lo dispuesto en este artículo se aplicará sin perjuicio de las reglas especiales de competencia territorial, domicilio, reparto, custodia, solemnidad o cualquier otro factor de competencia establecido por la ley.
Parágrafo. La presente disposición no constituye por sí misma habilitación para comparecencias efectuadas desde el exterior del territorio nacional, las cuales se sujetarán a la legislación especial aplicable.
Artículo 12°. Matriz de la escritura pública. Modifíquese el artículo 20 del Decreto Ley 960 de 1970, el cual quedará así:
Artículo 20. Matriz de la escritura pública. Toda escritura pública tendrá una matriz única, que podrá constar en soporte físico o electrónico según la modalidad en que se otorgue y autorice.
Las matrices físicas se extenderán en el papel o soporte autorizado por el Estado y se identificarán y conservarán conforme a las disposiciones aplicables al soporte físico.
Las matrices electrónicas deberán incorporarse al protocolo mediante mecanismos que permitan su adecuada integración, identificación, ordenación y conservación, y contar con un identificador inequívoco y mecanismos que permitan establecer su autenticidad, integridad, secuencia, versión definitiva, fecha de autorización, inalterabilidad, disponibilidad y trazabilidad.
La existencia de copias de respaldo de una matriz electrónica no dará lugar a matrices adicionales.
Una vez autorizada la escritura pública electrónica, cualquier modificación, corrección o aclaración deberá efectuarse mediante los procedimientos legalmente establecidos y conservar la trazabilidad de la actuación.
Artículo 13°. Custodia y conservación de los archivos notariales. Modifíquese el artículo 113 del Decreto Ley 960 de 1970, el cual quedará así:
Artículo 113. Custodia y conservación de los archivos. El notario será responsable de la custodia y adecuada conservación de los libros, protocolos y demás documentos que integren el archivo notarial mientras legalmente se encuentren bajo su guarda.
Los componentes físicos del archivo y del protocolo no podrán retirarse de la notaría, salvo los eventos de entrega o traslado autorizados por la ley. Cuando deba practicarse inspección judicial sobre ellos, el funcionario competente se trasladará a la oficina del notario respectivo, conforme a las disposiciones aplicables.
Las matrices, actuaciones y documentos originados en soporte físico que integren el protocolo o el archivo se conservarán de conformidad con las normas notariales y archivísticas. Su digitalización o reproducción electrónica no sustituirá la matriz física ni autorizará su destrucción, salvo disposición legal o archivística expresa en contrario.
Las matrices, actuaciones y documentos originados electrónicamente que se incorporen al protocolo o al archivo se conservarán en sistemas que garanticen autenticidad, integridad, inalterabilidad, disponibilidad, trazabilidad, confidencialidad, preservación a largo plazo y recuperación.
Cuando el protocolo incorpore matrices, actuaciones o documentos originados electrónicamente, las referencias contenidas en los artículos 107 y 108 del presente decreto a tomos, hojas, foliación, encuadernación, clausura y demás formalidades propias del soporte físico se cumplirán mediante mecanismos electrónicos que garanticen de manera equivalente la organización cronológica, numeración, integridad, inalterabilidad, cierre, conservación e identificación de cada período documental.
La generación de copias de respaldo, su almacenamiento en infraestructura diferente o su remisión a los sistemas previstos en la ley no modificará la calidad de la matriz ni trasladará, por ese solo hecho, la responsabilidad jurídica por su custodia.
La entrega del archivo por cambio de notario, traslado al archivo oficial o cualquier otra causa legal comprenderá el protocolo y los demás documentos que integren el archivo, cualquiera sea su soporte, junto con sus inventarios y los elementos necesarios para asegurar su continuidad, acceso, integridad y conservación.
Artículo 14°. Sistema Nacional de Respaldo y Verificación Notarial. En desarrollo de las competencias legales vigentes de la Superintendencia de Notariado y Registro, esta entidad implementará y administrará el Sistema Nacional de Respaldo y Verificación Notarial, destinado a apoyar la preservación, respaldo, recuperación, continuidad, trazabilidad y verificación de autenticidad e integridad de las actuaciones notariales adelantadas mediante medios electrónicos, así como las funciones de inspección, vigilancia e interoperabilidad legalmente autorizadas.
El Sistema estará integrado, como mínimo, por: a) un registro de identificación y verificación de las actuaciones notariales electrónicas, con los datos y metadatos estrictamente necesarios para establecer su procedencia, integridad, trazabilidad y custodio; b) un repositorio seguro de copias de respaldo de las matrices notariales originariamente electrónicas y de los demás documentos cuya incorporación resulte necesaria de acuerdo con la ley, su naturaleza documental y criterios de preservación y continuidad del servicio; y c) un módulo de control de copias electrónicas con mérito ejecutivo, destinado a registrar su expedición, identificación, titularidad, cesión, sustitución, invalidación y estado de habilitación como copia con mérito ejecutivo.
La incorporación de una copia al Sistema no modificará la calidad de la matriz, no trasladará la custodia jurídica del protocolo y no facultará a la Superintendencia de Notariado y Registro para expedir copias notariales auténticas, salvo habilitación legal expresa.
Los sistemas de interoperabilidad podrán permitir la consulta o transmisión directa de documentos e información entre las notarías y las autoridades competentes, sin necesidad de duplicar o almacenar permanentemente su contenido en el Sistema cuando ello no resulte necesario.
La información incorporada al Sistema únicamente podrá tratarse para las finalidades previstas en la ley. Su diseño y operación deberán observar criterios de seguridad, confidencialidad, minimización de datos, neutralidad tecnológica, interoperabilidad, disponibilidad, trazabilidad y preservación a largo plazo.
La implementación del Sistema no implica, por sí misma, la creación de nuevas dependencias, entidades o plantas de personal.
Artículo 15°. Interoperabilidad entre los servicios notarial y registral. La Superintendencia de Notariado y Registro garantizará progresivamente la interoperabilidad entre los sistemas utilizados para la prestación del servicio notarial mediante medios electrónicos y el servicio público registral, en desarrollo de la Ley 1579 de 2012 y las demás disposiciones aplicables.
Cuando un instrumento público deba o pretenda ser presentado para registro, su remisión a la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos competente podrá realizarse directamente por medios electrónicos, garantizando su autenticidad, integridad, seguridad, trazabilidad e identificación inequívoca.
La interoperabilidad deberá evitar que el usuario aporte nuevamente documentos o información que ya obren válidamente en sistemas interoperables y puedan ser consultados por la autoridad competente, de conformidad con la ley.
La transmisión electrónica del instrumento no implicará su inscripción automática, no limitará el ejercicio de la función de calificación registral ni eximirá del cumplimiento de los requisitos tributarios, registrales o sustanciales previstos en la legislación aplicable.
Para el cumplimiento de este artículo deberán evaluarse y reutilizarse, cuando resulte técnica y jurídicamente procedente, los sistemas y mecanismos de interoperabilidad existentes.
Artículo 16°. Implementación progresiva del servicio notarial por medios electrónicos. Todas las notarías del país deberán disponer de los medios tecnológicos, operativos y de seguridad necesarios para ofrecer las actuaciones notariales mediante medios electrónicos autorizadas por la ley, de conformidad con los siguientes plazos máximos, contados a partir de la entrada en vigencia de la presente ley: a) círculos de primera categoría: tres (3) años; b) círculos de segunda categoría: cuatro (4) años; c) círculos de tercera categoría: cinco (5) años.
La implementación podrá efectuarse mediante la Plataforma Nacional de Notariado Electrónico o mediante soluciones tecnológicas propias o provistas por terceros que acrediten el cumplimiento de los requisitos técnicos, de seguridad, interoperabilidad, accesibilidad y protección de datos establecidos en la reglamentación.
Parágrafo 1°. La Superintendencia de Notariado y Registro podrá autorizar, de manera excepcional y motivada, una ampliación hasta por doce (12) meses cuando existan circunstancias objetivas de conectividad, infraestructura o fuerza mayor no imputables al notario que impidan cumplir el respectivo plazo. La ampliación deberá estar acompañada de un plan de implementación.
Parágrafo 2°. El cumplimiento de la obligación prevista en este artículo no podrá condicionarse a la adquisición de una tecnología, marca, proveedor o solución informática determinada.
Parágrafo 3°. Las medidas a cargo de entidades públicas se implementarán progresivamente de acuerdo con sus competencias, las disponibilidades presupuestales, el Marco Fiscal de Mediano Plazo y el Marco de Gasto de Mediano Plazo, sin perjuicio del deber de adoptar la planeación necesaria para el cumplimiento de la presente ley.
Artículo 17°. Plataforma Nacional de Notariado Electrónico. En desarrollo de sus competencias legales vigentes, la Superintendencia de Notariado y Registro implementará y administrará una solución tecnológica nacional e interoperable para apoyar la prestación del servicio público notarial mediante medios electrónicos.
La Plataforma Nacional de Notariado Electrónico deberá permitir, según corresponda, la identificación y autenticación de usuarios, la comparecencia electrónica, la gestión y firma de documentos, la trazabilidad de las actuaciones, la interoperabilidad con los sistemas públicos pertinentes y las demás funcionalidades necesarias para la adecuada prestación del servicio.
La plataforma deberá diseñarse bajo criterios de seguridad, disponibilidad, interoperabilidad, accesibilidad, escalabilidad, neutralidad tecnológica, protección de datos personales, continuidad del servicio y reutilización de infraestructura pública existente.
El acceso de las notarías a la plataforma nacional no estará sujeto al pago de derechos de licenciamiento a favor de la Superintendencia de Notariado y Registro, sin perjuicio de las tarifas notariales, registrales y demás conceptos autorizados por la ley.
Parágrafo 1°. Las notarías podrán utilizar soluciones tecnológicas propias o provistas por terceros, siempre que cumplan los estándares funcionales, técnicos, de seguridad e interoperabilidad establecidos por las autoridades competentes.
Parágrafo 2°. La utilización de la plataforma nacional acreditará el cumplimiento de los requisitos técnicos correspondientes a dicha solución, sin perjuicio de las obligaciones funcionales, jurídicas y de seguridad que correspondan directamente al notario.
Parágrafo 3°. Para su implementación deberán evaluarse y reutilizarse, cuando resulte técnica, jurídica y económicamente procedente, las plataformas, desarrollos, sistemas e infraestructura tecnológica existentes.
Parágrafo 4°. La Plataforma Nacional deberá integrarse o interoperar con el Sistema Nacional de Respaldo y Verificación Notarial y podrá compartir con este componentes tecnológicos comunes. Su diseño deberá evitar duplicidades innecesarias de infraestructura, almacenamiento, licenciamiento, procesamiento, seguridad y operación.
Artículo 18°. Garantía de atención presencial e inclusión digital. La implementación del servicio notarial mediante medios electrónicos no podrá dar lugar a la supresión del canal presencial ni constituir una barrera para el acceso al servicio público notarial.
La Superintendencia de Notariado y Registro, con el apoyo del Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones y de las demás autoridades competentes, adoptará medidas progresivas para facilitar el acceso al servicio notarial electrónico de la población rural, ubicada en zonas apartadas, con conectividad limitada o que enfrente barreras de acceso a tecnologías digitales.
Para estos efectos podrán habilitarse puntos de acceso asistido mediante el aprovechamiento de infraestructura pública existente y la celebración de convenios o demás mecanismos de coordinación, cooperación y concurrencia con entidades territoriales y otras entidades públicas, de acuerdo con sus competencias y disponibilidades presupuestales.
Los puntos de acceso asistido tendrán exclusivamente funciones de facilitación tecnológica y orientación al usuario. El personal que los atienda no podrá ejercer funciones notariales, dar fe pública, autorizar instrumentos ni sustituir la intervención personal y responsabilidad del notario.
La reglamentación establecerá condiciones mínimas de accesibilidad, seguridad, privacidad y protección de datos para su funcionamiento.
Artículo 19°. Programa de preservación y digitalización del archivo notarial. La Superintendencia de Notariado y Registro, en coordinación con el Archivo General de la Nación y con quienes ejerzan la custodia de los respectivos fondos documentales, adoptará un programa progresivo de preservación y digitalización de los protocolos notariales y demás series documentales notariales de conservación permanente.
Dentro de los doce (12) meses siguientes a la entrada en vigencia de la presente ley deberá consolidarse un inventario y diagnóstico del acervo documental objeto del programa y adoptarse un plan de ejecución por fases, que incluirá su estimación financiera y las fuentes previstas para su financiación.
La priorización tendrá en cuenta, entre otros criterios, el riesgo de deterioro o pérdida, la antigüedad, el estado de conservación, la frecuencia de consulta y la relevancia para la adecuada prestación del servicio.
Los procesos de digitalización deberán garantizar la autenticidad, integridad, trazabilidad, disponibilidad, accesibilidad, seguridad, adecuada indexación y preservación digital a largo plazo de la información, de acuerdo con la legislación y los estándares archivísticos aplicables.
La digitalización no modificará por sí misma las reglas de custodia, transferencia o conservación de los protocolos, ni implicará la sustitución o destrucción de los documentos físicos originales cuya conservación sea exigida por la ley o las normas archivísticas.
En la ejecución del programa se aprovecharán, cuando resulte técnica y jurídicamente procedente, los inventarios, sistemas, repositorios, infraestructura tecnológica y procesos de digitalización ya existentes.
Artículo 20°. Protección de datos personales y seguridad de la información. El tratamiento de datos personales realizado con ocasión de la prestación del servicio público notarial mediante medios electrónicos se sujetará a la Constitución Política, a la Ley Estatutaria 1581 de 2012 y a las demás disposiciones aplicables.
Los notarios, la Superintendencia de Notariado y Registro, los proveedores tecnológicos y los demás sujetos que intervengan en el tratamiento serán responsables del cumplimiento de las obligaciones que correspondan al rol que ejerzan conforme al régimen de protección de datos personales.
El tratamiento de datos biométricos y demás información sensible deberá sujetarse a las condiciones establecidas en la legislación estatutaria y limitarse a las finalidades y datos necesarios para la realización segura de la respectiva actuación.
Los mecanismos de identificación e interoperabilidad deberán privilegiar, cuando resulte jurídica y técnicamente procedente, la consulta o verificación ante las fuentes oficiales correspondientes y evitar la duplicación o almacenamiento innecesario de datos personales.
Los sistemas utilizados deberán adoptar medidas adecuadas de seguridad, confidencialidad, integridad, disponibilidad, trazabilidad, gestión de accesos, gestión de incidentes, continuidad y recuperación de la información, atendiendo a la naturaleza de los datos y al riesgo de las respectivas actuaciones.
Parágrafo. Los puntos de acceso asistido previstos en esta ley no podrán conservar localmente documentos, credenciales, datos biométricos u otra información personal de los usuarios, salvo que exista fundamento jurídico para ello y resulte estrictamente necesario para la prestación del servicio.
Artículo 21°. Reglamentación. El Gobierno Nacional reglamentará la presente ley, en lo que resulte necesario para su ejecución, dentro de los doce (12) meses siguientes a su entrada en vigencia.
Sin perjuicio de la potestad reglamentaria atribuida al Presidente de la República por el numeral 11 del artículo 189 de la Constitución Política, la Superintendencia de Notariado y Registro, el Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, el Archivo General de la Nación y las demás autoridades competentes podrán adoptar, dentro del estricto ámbito de sus competencias legales, los estándares, protocolos, especificaciones y lineamientos de carácter técnico necesarios para la implementación de la presente ley.
La reglamentación y los desarrollos técnicos deberán observar los principios de seguridad jurídica, neutralidad tecnológica, interoperabilidad, accesibilidad, protección de datos personales, seguridad digital, proporcionalidad tecnológica, continuidad del servicio y aprovechamiento eficiente de infraestructura existente.
Las autoridades no podrán exigir tecnologías, marcas, proveedores o soluciones particulares cuando existan alternativas que permitan satisfacer de manera equivalente los requisitos establecidos por la ley y la reglamentación.
Artículo 22°. Régimen de transición. La entrada en vigencia de la presente ley no afectará la continuidad de los trámites, servicios, sistemas o mecanismos electrónicos que cuenten con fundamento jurídico independiente y se encuentren operando conforme a la legislación vigente.
Las actuaciones notariales mediante medios electrónicos previstas en la presente ley serán implementadas progresivamente de acuerdo con los plazos establecidos y con la disponibilidad de las condiciones técnicas, operativas y de seguridad necesarias para cada modalidad de actuación.
Las actuaciones notariales realizadas válidamente con anterioridad a la entrada en vigencia de esta ley conservarán los efectos jurídicos reconocidos por el régimen aplicable al momento de su realización.
Artículo 23°. Vigencia y derogatorias. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación y deroga las disposiciones que le sean contrarias.
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